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INTRODUOOION. 

Todos debemos tener presente que la vida internacional -

es una de las luchas más ásperas de las ~ue dependen loa des­

tinos de los pueblos. A trav~a de la historia se ha visto que 

el hombre desde que apareció en la tierra ha necesitado de -

sus semejantes, necesidad con la cual surgieron las relacio-­

nee sociales e indispensable para que estas se llevasen a ca­

bo con un determinado orden apareció el derecho y como un pr2 

dueto de las relaciones sociales reguladas por ese derecho, -

el Estado, considerado éste como una unidad social con carac­

terísticas propias. 

En atención a la magnitud de los núcleos sociales y de -

la amplia extensión territorial del globo terráqueo, se orea­

ron una pluralidad de e'stadoa, todos estos independientes ju­

rídicamente, más no política, social y económicamente, sur--­

giendo como necesario e imprescindible ~ara que exista un de­

terminado orden entre las relaciones interestatales, el dere­

cho internacional público. 

El Derecho Internacional cuyas fuentes principales son: 

los tratados, la costumbre, loa principios generales del Dar!. 

cho, las decisiones judiciales y la doctrina. El presente tr,!. 

bajo se refiera primordialmente a la primera de sus fuentes -

o sea a loa tratados internacionales, limitándonos en el est~ 

dio en ouestión, a efectuar un análisis del decreto de 29 de 

junio de 1937, que promulga la convención celebrada entre Mé­

xico y los Estados Unidos de América, para la recuperación y 

devolución de vehículos que hubieren sido objeto de delito -

contra la propiedad, comenzando con sus antecedentes históri-



cos, el problema de la aplicabilidad del conve~io, el exú.men 

de su constitucionalidad y por Último se sugieren ale-unas m2 

dalidades que deberían de adoptarse en su aplicación. 

M6xico, D. F., Abril, 1970. 
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ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA CONVENO!otl. 
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b) •• Objeto y finalidades. 

o).- Procedimiento legal, 

d),- Intervención de la Secretaría de Relacio­

nes Exteriores, Proouraduría General de -

la República y Secreta.ría de Hacienda y -

Crédito Público (Dirección General de Re­

gistro Federal de Automóviles), 



CAPITOLO I. 

ANTIDED'J:NTES HISTORIOOS DE LA C:ONV3NCION' 

~a historia nos demuestra el papel tan importante que 

deaempeñan las vías de oomunioaoi 6n en la vida oul tural y -

económica de los pueblos, de manera que resulta innecesario 

establecer los motivos que indujeron a nuestro país a oona• 

truir la carretera que uniría la capital de la Repl.fblioa -­

oon la frontera de los Estados Unidos de Nortea:nérioa y PO!, 

tericrmente iniciar la conatruooi&n de la que habr:!a de 11! 

gar haata el Suchiate, en la frontera con la RepÚblioa do -

Guatemala. 

Sin embargo, conviene señalar que desde loa orígenes -

del automovilismo, loa países de Amérioa le oonoed!an a es­

te veh!oulo la importancia que tiene como medio de looomo-­

ción. Ya veían ~a necesidad de oomunicarae rápida y fácil•• 

mente entre s!i para el mayor desarrollo del 0001.eroio y del 

conocimiento mutuo de loa pu.ebloa. 

Vemos as! que durante la <tuinta Con!erenoia Internaoia 

nal Americana, oelebrada en Santiago de Chile, del 25 de -­

marzo al 3 de mayo de 1923 (l), se aprobaron entre otras r~ 

soluciones una sobre "Facilidades Panamerioanaa de Transpor_ 

te por medio de Ferrooarrilea o Automóviles''• y en ellas -

se recoaienda "A loe Estados qu.e fo:m an parte de la Unión .. 

Am.erioana, ouandofalten las comunicaciones ferroviarias n~ 

oeaariaa, mejoren tan rápidamente como se ?Ueda, los eleme~ 

toa de transporte, por medio de automóviles entre sus oiu.d! 

(l J snn:nx, RA>Nufit 3.- Dt.mo;;CHO INT'3RNAOIONAL PUBLICO ... Cuar 
ta Edición.- Librería Porrúa Hnos, 1 
cía. s. A.- i1,,Jxioo, 1963. Pág. 81¡.• 



ciudades m&s importantes, entre eaaa ciudades y los prinoi­

pales puertos per.nanantement.e abiertos al tráfico Interna­

cional y entre laa Capitales Naaionales y las Capitales de_ 

los Estados vecinos"• 

Se recomendó, aai~iamo, la oelebraoión de Convenoionea 

rala tivaa al transporte por automóvil, precisar la oondi-­

oión jur!dioa de .~atoa y reglamentar su oiroul.aoi6n entre -

los di vE!rsoa países. l1~Jdco no oonou.rrió a esta Conferencia 

porque au Gobierno no estaba r eoonooido por el de Washing-­

ton y fu.e en. esa ciudad donde los representantes ante la .... 

Uni6n. Panemerioana elaboraron el programa de la Conferencia. 

La Sexta Oonl'arencia Interamericana, oel·ebrada en la -

Habana, Ou.Qa, en 1928, (2) volvió a tratar de la carretera_ 

Panamericana y resolvió "otorgar su plena aprobación a la .. 

iniciativa :le construirse una carretera Interamerioana, 1 -

reoomendar a todos loa Gobiernos miembros de la Unión Pana­

merioana, que cooperen en todo lo posible, a la pronta rea­

lización del proyecto". El 6 de ootubre de 1930, Méxioo fit, 

m& la "Convención sobre la reglamentaoión del tráfico au;l;o­

mot 0,..11
, propuesta por el segundo Congreso Panamericano de -

Carreteras, que ae reuntó en Río de Janeiro, del 16 al 28 -

d"'a gosto de 1929. Nuestro país depositó la rati.fiGlfdá.Óh de 

eata Convención en abril de 1938. 

Posteriormente, en la Conferencia Interam·ei-1.tiáha·.'.-de -

Consolidaoión de la Paz, celebrada en 3uenos Aires,,Argent!, 

na, del lo. al 23 de d ioiembre de 1936, (3) ee firmó ·una -

(2) IBID3M. Op. Cit. Pág. 8~. 
('~) D.IIDEM. Op. oit. Pág. 870 
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Convención para la oonatruoción de una carretera Panam9rio~ 

na. La ~atif1oao1Ón de e eta Convenció~ se deposit~ el lo. -

de abril de 1938. Entre otras oosas, dioe que "los Estados_ 

contratantes se comprometen a oplaborar con todo empeño y -

por todos los medios adecuados, a la pronta terminación de_ 

una oarretera Panamericana, que permita en todo tiempo el -

tránsito de velÚoulos de motor, 

En la.Novena Conferencia Interneoional Am~rioana, oel_!! 

brada en Bogotá, Colombia, del 30 de marzo al 2 de mayo de_ 

l9lf.8, (4), se trató en diversas ocasiones lo referente a la 

carretera PanSI:lericana; as! en el e.rt:!oul.o 3? del Convenio_ 

Eoon&mioo de Boeotá~ se habla de los viajes Interamericanos 

y se.cOlllprometen loa Estados signatarios a dar facilidades_ 

a loa viajeros no inmigrantes de América, ya que esos via-­

j es constituyen "un factor importante del fomento eoon&mioo 

general que contribuye a la expanai6n del comercio, s faoi" 

litar la oooperaoión t&onica y a aumentar la armonía econó­

mioa. 

Tomando en ouenta los sr,gwnentos anteriores, el gobie!:_ 

no de M'xico se dediocf e la oonstrucoi6n de la carretera n!, 

oional Mki.oo-Laredo, y ya en 1931¡., estando próxima a oon-­

oluirse, la s~oretar!a de Comunioaoionea y Obres Públioaa,­

actualmente Seoretar:!a de Oomunioaoionea y Transportes, 0011 

aideró que era conveniente introducir modificaciones en el_ 

regle.mento de tránsito en loe caminos nacionales, y entre -

esas modificaciones prever los casos de extradición de aut.2, 

m~viles robados provenientes de otros países. 

'.(J+) IBIDEM. Op, cit. Pág. 91• 
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En esa misma época, la Secretaría de Relaciones Erte-­

riorea, e sugerencia del Licenciado w. R. Me. Wood, a bogado 

consultor del Consulado General de Móxioo en San Francisco, 

California y de la Con.federación de Compañ!ae de Seguros ..... 

contra robos de automóviles, as! como de la Netional Autom.2. 

bile The:ft Bureau, inició en agosto de 1931+, negociaciones_ 

informales con la Embajada de los Bstadóe Unidos para la -· 

firma de uh 'llratado sobre la devolución de automóviles rob!!. 

dos, el mencionado seilor Mo. Wood presentó como proyecto P! 

ra el Tratado, uno sobre supresión del contrabando oelAbra­

do entre los Estadoa Unidos de América 1 el Canadá, cuya -­

ol,usu.la tercera dices (;) 

ncada una de las altas partes contratantes con-­

viene con la otra en que loa efectos de todas oJ!i, 

ses qµe t e?l8en en su poder por haberlos deoom.is! 

do stla autoridades aduahalea en virtud de haber_ 

sido ~obadoa y tra!doa a territorio de los Esta­

dos Unidoa o al de Cenad,, y cuando loa duefios -

de los mismos sean nacionales del otro pe!s,
0

sa­

rán devueltos a diohos duefioa siempre que presea 

ten pruebas satisfactorias de la propiedad 1 de_ 

la susenoia de toda oolusión, y oon su3eción ad~ 

más, al pago de loa gestos de decomiso y deten-­

oión, y la renuncia por tales du.Eii'loa de toda re­

olamaoión contra la Aduana, o contra les f'unoio­

narios aduanales, g\Íarda-el.maoenas o agentes, -­

por concepto de indemnización o daños y perjui-­

cioe por el decomiso, almacenaje o conservación_ 

(5) RA..BASl, OSCAR.- El Derecho Interno y el Derecho Interna 
cional.-Ed.Secretaría de Relaciones Exteriorea.-Mé::d.oo ....... : 
1933·· ?ág. 11. 



de los bienes de que ae trata"• 

Aoogida favorablemente ésta inioiative, la Secretaría_ 

de Relaoionea Exteriores formuló Wl proyecto de Convenio -­

que fue sometido a la oonsideraoién de las Secretarías de -

Comunioacionee y Obras Públicas, hoy Seoretar!a de Comunic!!. 

oiones y Transportes y da Haoiinda y Cr6dito Público. Se -­

procedió de esta manera dada la ingerencia de dichas Secre­

tarías en el asunto; Comunicaoion~s por ser la oonstruoto-­

rn de la carretera y la encargada de la aplicación de la -­

Ley General de V!as de Comunicaciones y Re~lamento de Trén­

sit o en los caminos nacionales. Haóienda por Pl hecho de -­

que las cosas robadas en un ra!s y llevadas al otro ten--­

drÍan que pasar por las frontP-ras, cumpliendo los requisitca 

aduanales o eludiendo su cumplimiento mediante el delito de 

contrabando. 

La Seoretar!a de Comunioaoionas y Transportes aceptó -

en prinoipio el proyecto de la de Relaciones Exteriores, P.!!. 

ro Hacienda y Cr&dito Público opinó que era conveniente de­

jar en el proyecto _de Convención los conceptos que constan_ 

en la Ley Aduanal, puesto que ésta ea más concreta y expl!­

cita en lo que se refiere a lan pruebas, comprobación del -

delito, etc. 

'En al primitivo proyecto para el ~retado entre M'xico_ 

y loa Estados Uniñoa de América, se incluyó teA-tualmente la 

cláusula tercera del Convenio que para evitar el contraban­

do suscribieron Canadá y Estados Unidos; sUfriÓ luego diver, 

aes modificaciones y tras de quererse evitar el contrabando 

de "cosas re.bada e, hubo tres opiniones diferentes sobre lo -

que deoÍá ser la base del mismo. 
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a)- La Secretaría de Comunicaciones y Transportes pre~ 

cupada exclusivamente por la suerte de la carretera, orinó_ 

que debería ser solo para automóviles robadoe exportndos i.U 

debidamente de un país a otro. 

b)- La Secretaría de Relaciones Exterioreo, vista la -

opinión de la de Hacienda y Crédito Público, dijo ~ue debe­

ría ser sobre toda clase de objetos robados ::iue estuvieran_ 

en poder de las autoridades aduanales, 

c)- El contra-proyecto americano, queriendo sor más 

amplio, decía que debería ser sobre oual~uier objeto que 

hubiese sido robado y que estuviera en poder de cual~uier -

autoridad, 

Tras de sucesivas modificaciones, se llegó a elaborar_ 

la Cor;vención tal y como está. en la actualidad y fue firma­

da el 6 de octubre de 1936, publicándose en el Diario Ofi-­

oial de 23 de julio de 1937 •. 

a)~ Naturalezn Jur!dioa. 

Desde el punto de vista legislativo y a partir del afio 

de 1634 se le daba a los Tratados la misma importancia que_ 

a las leyes internas (fracción lll del artículo 161 Consti­

tucional). 

En la Constitución vigente ee establece: »esta Consti­

tución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de -­

ella y todos los tratados sue estén de acuerdo oon la misma, 

celebrados y ~ue se celebren por el Presidente de la Repú~ 

blica, oon aprobación del Senado, serán la Ley aurrema de -

toda la Unión" (artículo 133). Hay que heoe:t• notar que la -

frase "que estén de acuerdo con la misma" fue agregada en -

1934 para establecer con claridad segÚn alrunos autores el_ 
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rango jerérquioo de la Oonatitución. (6) 

La Suprema Corte de Justioia de la Nación, en aplioa-­

oión del art:i'.culo 133 de la Constitllción ha dioho que "loa_ 

Tratados, con la Conati tuoión General y las Leyes del Oon-­

greso de la. TTnión que emanen de ell_ti..L son la Le;r suprema de 

la Nación", pero no ha aclarado el problema de la jerarquía 

de unos con respecto a la otra. (7) 

En. cuanto al aspecto formal, el prooeso de la formaoiái 

de tratados y le;res aa distinto; el tratado se firma por un 

plenipotenciario mexicano, luego p~sa al ejecutivo que lo -

envía al S~nado para eu aprobación y ya lograda ésta vuelve 

al Ejecutivo para su promulgación y publicación lo mismo -­

que las leyes. Estas en cambio, pasan por diversas fases, -

iniciativa, en upa u otra C~ara discusión en la otra, aprg, 

baaión, sanción~ J:)Ubliaac1Ón e inioiaoi6n de la vigencia. 

Puede resi.mtirse la posición de M~xico, al respecto en_ 

los puntos sigui.entesa 

l.- El artículo 133 establece la primacía de la Oonet!, 

tución, Ley-es y Tratados frente a la Legislación de loa Es­

tados. 

2 ... Se sobreentiende que la Constituci6n tiene prima-• 

o!a sobre los demás orden~mientos legales. 

3.- Parece que por este artículo el Tratado se equipa­

ra a la Ley, luego en el caso de desacuerdo entre Le1 y Tr,!l 

tado haor!a que aplicar la disposición posterior. Esto no -

es exacto porque se trata de u.na equiparación para dar vi~ 

goncia al Derecho Internacional en el Der~oho Interno; 

(6) cm;:J.rt.i'trcrmJ PoLITICA DE LOS ESTA.DOS UNIDOS M3X:ICAfiOS.­
Edición de la Caro.ara de DitrUtados,- México.~ 196~. 
(7) Tomo XJ' del Semanario Judicial de la Ederacion.Pi{g.631. 



4.- Un Tratado Internacional no es igu.al que una Ley.­

La Le¡ Constitucional tiene un procedimiento pr~scrito por_ 

la Constitución para ser Ley; mientras que el Tratado ea -­

re:tifioado despu~s de la aprobación del S"'nado. Las doo no:¡: 

mas son fuent~s de la voluntad del Estado Mexicano, creadas 

por dos Órganos distintos, Congreso y Presidente, co~ la -­

aprobación del Senado, 

; ... Esta diferencia se manifiesta en el hecho de que -

la Ley posterior no puede derogar al Tratado anterior y en_ 

la obligación que se encuentra el Juez de tratar de inter-­

pretar la Ley ooni'orme al Tratado hasta donde sea posible,­

¡ esto, porque las dos normas son producto de la voluntad -

del mismo Estado. 

6.- Cu.antia no sea posible realiz.ar esta· interpretación 

en virtud de disposición expresa de la Ley, se aplica ~ata, 

(primacía del Órden interno~ 

Claro que en este o aso el Eatr:do ha faltado al tratado 

e inourre en una responsabilidad internacional. Un tratado_ 

jam~s puede derogar n1ngÚn precepto constitucional ni modi­

ficar laa le¡es orgánicas reglamentarias. de un art:íoulo -­

constitucional, 

7 ... Las limitaciones constitucionales de que trata el_ 

artículo 133 eon todas las referentes a garant!aa :t.ndividtJ!. 

les, y las del ri!oulo 15'. 

a.- El hecho de que una materia sobre la que celebre -

tratado el Ejecntivo no esté incluÍda en la competencia le­

gislativa del Congreso de la Unión, eXPresada en el a't!oulo 

73 Constitucional, no invalida al tratado por inoonstituci2. 

nal. La competencia del Presidente se besa en el artículo -



- 9 -

89, fracción X, de la Constituoión, y u.na Iey- ql4· tic dicta­

ra en consecuencia de un tratado Internaoional, ser:!a Cons­

titucional por ser desarrollo de facultades expresas del -

Presidente en virtud de las faoul tades impl1oi tas que le r!, 

conoce el art:Íoulo 73, fraooiÓn XXIX de la Conatit1tción. 

b)- Objeto y finalidades. 

La Convención no eatableoe :nedios de defensa para el 

tenedor desposeído del a~tomÓvil, pero la Secretaría de Re­

laciones Exteriores, por un pri:noipio de equidad e interpr,t 

tando la frase "La Secretaría de Relaciones Exteriores de -

los Estados Unidos Mexicanos, empleará todos loa medios - -

apropiados para lograr la detenoió:o.11 , ha querido dar a la -

persona despoaeí~a la oportu.nidad de defender ella derechos_ 

y para ello le concede diez d!as cuando ae enouentr:i. en el_ 

Distrito Pederal, veinte en el resto de la República 1 - -

treinta en el extranjero, para qu.e se presente a exhibir -­

sus t!tulos sobre el a11to111Óvil. General.mente estas personaa 

presentan un titulo de validez dudosa, pues han adquirido -

el automóvil del ladrón, quien natural.mente no tiene dere­

cho alguno sobre él. 

La Seoretar:Ca de Relaoiones Exteriores ha interpretado 

el artÍoulo II de la Convención en la siguiente formaa ~ 

te la obligación por parte de México de detener cualquiera 

de loa objetos amparad.os por la Convención prev:l-a solicitud 

en este sentido de la Embajada de los Estados Unidos de --­

América en México; pero u.na vez lograda la detención de di­

chos objetos, deberá concederse al Último poaeado:C' la opo:r­

tu.nidad de presentar las pruebas que oontradigan aquella.a -

que la Embajada mencionada hubiéae adjuntado a la solicitud. 
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Al citado poseedor también deberá concedérsele oportunidad_ 

de alegar lo que a sus derechos convenga. La entrega del oJl 

~éto detenido mediante este procedimiento sólo deberá hace~ 

ae en aquellos casos en que el Último poseedor no presente_ 

prueba alguna. dentro de un plazo razonable o cuando las - -

prue.baa que presente 1 las alegaciones que formule sean su .. 

ficientea para destl'\Úr lo establecido mediante los dooume.a 

tos p:reedntados por la Emba~ada de referencia en cumplimie.a 

to con lo dispuesto en el segw:ulo párrafo del artículo II -

de la Convención. 

La CompaflÍa 1'ianional contra robos de. automóvile3 (N,A: 

!.B.) se fundó en 1920 por 220 Compaft!ae Aaeggradora• de -

.Automóviles que ae encontraban casi en bancarrota por la -

gran cantidad de primas q,ue se n!an ebligadae a pagar por_ 

virtud del auge en el robo de automóviles. :Beta Compaft!a -

ooad711va con la policía 1 ha logrado contrarrestar la ola -

de robos. Como muchos de los veh!culos eran traídos a léxi­

co, la Oompaft!a se ?icS erl la Áeoesidad de orear una Oficina 

en este. pa!s 1 es ella quien ae encarga de la localización, 

detención 1 devoluoicSn de los automóviles. 

En virtud de la ambigüedad '1 falta de precisión de -

los a:rt!culos I 1 II·de la Convención, tu.S necesario expe­

dir un Decreto reglamentario de ellos en ~ue se eepecific!:­

cuáles son los documentos que deben de present8.l'se al soli­

c1 tar la devolución de un veh!culo. Este Decreto es de 2 de 

septiembr~ de 1938. 

Este error de redacción aparece en el Decreto reglamen 

tario de loe artículos I y II de la Vonvención. Debería de­

cir no menos, pues no máa, puede significar, uno, dos o -
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tres, 

Un ejemplo para aclarar lo que debe de entenderse por un 

titulo equitativo o en equidad, el propietario de un automó-­

vil fallece y el vehioulo ea robado antes de que se termine -

el juicio sucesorio y en algunos casos aún antes de que se -

abra la testamentaria a el intestado. En eate caso puede pr!. 

sentar la reolamaci6n ante la Secretaría de Relaciones Exte-­

riores el albacea de la sucesión o la persona que tenga en au 

poder los bienes del difunto (esposa, socio, abogado, etc,), 

como dueao en equidad. 

Lo objetable de este procedimiento es que deberia de ser 

el Departamento de Estado de loa Estados Unidos de América, -

quien ordene a su Embajada en Méxioo hacer la solicitud a la 

Secretaria de Relaciones Exteriores y no una organización pr!, 

vada como ea la Compaaia Nacional contra robos de automóviles. 

o)- Procedimiento Legal. 

El procedimiento legal que se sigue cuando se descubre -

que un automóvil robado en loa Estados Unidos de América es -

traido a nuestro paia es el siguiente: el dueno del vehículo· 

oour~·e a la policia de su pais y a su Compaftía Aseguradora, -

que comisiona a la 11 0ompaff1a Nacional contra robos de automó­

viles 11 {National Automobile Theft Bureau). Esta Compaaia, que 

tiene una sucursal en la ciudad de México, donde colabora con 

la policía, i'gual que en loa Estados Unidos, se encarga de 12 

calizar el automóvil, y luego, para cumplir con los requisi-­

tos establecidos en el Decreto Reglamento de los artículos I 

y II de la Convención pide al dueno del vehículo los siguien­

tes dooumentos:a)- El original o oopia certificada del contr! 

to de venta o del contrato conuicional de venta, y en loa ca-
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eoe que la Ley exija el registrv del titulo, el certificado -

de dicho registro; b)- El original o copia certificada de la 

tarjeta de registr.o ofioial del vehioulo de que ae trate; 

o )-No mas de tres 11affidavi te" (declaraciones juradas) que -

identifiquen al reclamante como propietario del título legal 

o equitativo o ambos, de la cosa que se alega fué robada u o~ 

jeto de cualquier otro delito contra la propiedad;' d)- El ori 

ginal o copia certificada de cualquiera oesi6n de la cosa, h! 

cha por el asegurado a favor del asegurador, conforme a un co~ 

trato de seguro, en vigor en la fecha en que se cometiera el -

robo o el delito contra la propiedad. (articulo 2o. del Decre­

to Reglamentario de la Convención). 

La Oompa~ía Nacional contra robos de automóviles, a tra­

v~s de eu agente en la ciudad de M~xico, deepu~e de haber lo­

calizado extraoficialmente, por medio de sus investigadores,­

el automóvil, se dirige a la Embajada de los Estados Unidoa -

proporcionándole todoa loa datoa y documentos para que élla -

aolici te oficialmenú1 a la Secretaria de Relaciones Exterio-­

ree de México, que en cumplimiento de la c'onvenci6n, proceda_ 

a ordenar la detenci6n del vehículo y posteriormente lo de--­

vuelva tta la persona. que la Embajada seflale 11 • 

d)- Intervenci6n de la Secretaria de Relaciones Exterio­

res, Procuraduría General de la República y Secretaria de Ha­

cienda, y Crédito Público (D1recoi6n General de Registro Fed! 

ral de Automóviles). 

La Secreta1•ia de Relaciones Exterio:i:'es aolioi ts. a la Pr.2, 

curaduría General de la República, se ordene la detención del 

automóvil y se ponga a su diaposici6n, y entonces de acuerdo 

con el Convenio está obligada a entregarlo a la persona que -

designe la Embajada Americana quien es generalmente la Compa-
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R!a Nacional contra robos de autom6viles, que ea merca ejecuto-

r.a de las 6rdenes de 'eta y que sus funoion1~s se concretan a -

lograr la localizaci6n y detención de los automóviles. 

La Proouradu.da General de la Repd.blioa, (8) en ownpli-

. miento y aplioaoi6n de la. Oonvenoi6n celebrada entre México y -

los Estados Unidos de Amlrica, para la recuperación y devolu--­

oi6n de veh!oulos de motor, remolques, aeroplanos o partes 

componentes de ellos que hubieren sido robados u objeto de 

cualquier delito contra la propiedad y del Decreto de 9 de 

agosto de 1938 reglamentario de los art!oulos l y II de la - -­

Conveno16n .citada, en la parta que le corresponde eatableoi6 -­

una mesa adscrita a la Direooi6n Jurídica 1 Consultiva que ea -

encarga de tramitar, dentro de sus atribuciones, los expedien-­

tee relativos a vehículos robados en los Estados Unidos .de - - -

Norteam,rioa, que se inioia.n con la denuncia del apoderado le-­

gal de la Oompa.ft!a propietaria del veh!culo y a petioi6n de ~ 

le Embajada de loa Estados Unidos de Am4rioa. 

Al recibirse en la Direaci6n Jurídica y Consultiva la - -

denuncia que presente el apocrerado legal de la Oficina. inter- -

nacional contra robos de autom6viles o la Embajada de loe Ea- -

ta.dos Unidos de Am4riaa, respecto del robo de un v1.1hículo y - -

que se encuentre ilegalmente en territorio nacional, se gira--­

rá oficio a la Secretaría de Relaciones Exteriores para que - -

esta Dependencia informe ai hay petici6n de la Embajada de re-­

feranoia, para la devoluci6n de dicho vehículo, y en su caso, -

env!e la documentaoi6n probatoria de rigor. 

De la documentaoi6n que remita la Secretaría de Relaoio~ 

nas Exteriores, relativa a la identificaoi6n, título de pro- ~ 

(8) XGu!tAfi y MAYA, JOSli'.-ttrmroRIA DE LA PROCURA!lURIA mnra- -­
RAL DE LA REPUBL!CA".-1957 - 1958.- Que presenta al H. Congreso 
de 1a Unión, al Titular de la misma.- Talleres Gráficos da la­
Naci6n,-México, 1958, Págs, 243, 244, 245 y 246. 
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piedad del vehículo, informe de robo y declaraciones juradas -

de preexistencia y falta posterior, como la traducción, vendrá 

por duplicado, un tanto se remitirá a la Dirección General de­

Averigua.ciones Frevias, para la averiguación rrevia penal re~ 

la ti va.. 

Encontrándose que la documentación recibida satisface -

los requisitos legales de la Convención y del Decreto respec-­

tivo, se girará oficio al c. Jefe de la Policía Judicial Fede­

ral, decretando la. Órden de detención del vehículo, que deberá 

llevar la firma. de cualquiera de los CC. Sub-l'rocuradores, con 

el propÓaito de que el despacho de la misma se desahogue a la­

brevedM posible y debiendo llevar copias para el c. Direotor­

General del Registro Federal de Automóviles, de la Seoretar!a­

de Hacienda y Orédito Público, la Dirección General de Asuntos 

Jurídicos de la ·secretaría de Relaciones Exteriores y Agente -

de la Policía Judicial. Feder~. comisionado, en caso de que el­

veh!culo ee encuentre en el Distrito Federal, o al Agente del­

Mini~terio PÚblico Federal foráneo de la jurisdioci&n donde ~ 

haya sido localizado el automóvil. 

Inmediatamente que haya sido lograda la detención de un 

vehículo, el o loH agentes de la Policía Judicial Federal co-­

mieionadoe, lo trasladarán a los patios de la Procuraduría, -

dando cuenta al c. Director Jurídico y Consultivo y al c. Aeen 
te del Ministerio FÚblico Federal, encarrado de la Mesa de es­

tos asuntos. 

Procederán a practicar la acostumbrada inspección ocu-­

lar del vehículo, llenando por cuadruplicado los esqueletos que 

en copia mimeográfica existen para tal efecto, a los que ane--

xarán las impresiones que se tomar~ en celulosa del nrunero -
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visible de motor. El ori!];l.nal y una copia los entregarán a la 

]ireoción Ju:r{1ica y ~~~sultiva y de las doe copias restantes, 

una la enviarán al o. Jefe de la Policía Judicial Federal 1 -

la otre al c. Director de Averiguaciones Previas. Loa maoho~ 

tes de r~ferenoia deberán ir aoompañP~os de un ini'orme que -­

oontendr~ relaoi6n pormenorizada del veh.Íoulo y sus aooesorice. 

Al girarse la Órden de trasleño del veh:{ouJ.o, de la Pro­

ou.radur!a al lugar designado por la Secretaría de Relao1ones_ 

r.:xteriorea, para le guarda de los veh1culos q~e se ponen a su 

disposición, ser~ trasladado por el Agente o los Agentes de -

la Policía Judicial Federal comi8ionadoa. 

En el informe que rindan el o los agentes d~ la Policía_ 

Judicial F~deral incluirán invariablemente el nombre y domio!, 

lio de la persona ~n ou¡o poder fu.e encontrado el veh{ouJ.o, y 

en caso de que ae 'ignore por haber sido abandonado el automó­

vil, ae aaenter~ expresamente esta oircll .. 'latanoia. 

En el oficio en que se ponga a disposición de aa Seoret.!!, 

r!a de Relaciones Exteriores el vehículo ouya recuperaoi6n y_ 

devolución haya sido solicitada, ae mencionará el nombre 1 dg_ 

mioilio de la persona en ou¡o poder se encontró el vehfouJ.o -

al ser d~tenido. 

'Eln el actfl qll.e f;!'! levante de la Polio!a Judicial Fedara:i_ 

ante la M~ae de Guardia del Ministerio .Públioo Federal, se -­

asentará, ad,.,más da los datos ·de identificación del vah1oulo 1 

la fecha, el lugar y dP,m~s oirounstanoias de la detención y -

si la persona que lo poseía manifest& expresamente su confor­

midad en entrPgarlo. 

Al entrP..~ar ol automóvil en el lttgar designado por la S~ 

oretar:fo de °R.('laciones Exteriores para la guarda de los •nis-­

mos, la por~ona que lo r~ciba deber~ firmar en una de las co-
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pias del oficio de traslado, ain perjuicio de que la persona_ 

a cuyo cargo est~n los expedientes, que oon relación a estos_ 

asuntos ll~va la Dirección Gen~ral de Asuntos Jurídicos de la 

Secretaría de Relaciones Exteriores, expida y remita el ofic.fu 

de recibo oorres9ondiente1 tanto la copia como el oficio men­

cionado deben ser anexados al expediente. 

Cuando el Agente o loa Agentes de la Policía Judici~l -­

Federal comisionedoa tengi:1n conocimiento de que un automóvil_ 

cuya detención haya sido decretada se enouentre en un llllsar -

alejado del Distrito Federal, deben informarlo as! a la Direg, 

ción Jur!dioa y Consultiva, pa-a que ~ota gire instrucciones_ 

al Agente del Ministerio PÚblioo Federal qu.e oorri;sponda a -­

fin de que tome la intervención legal relativa o para qua au.]? 

rica el viaje del o los agentes de la Polio!a Judicial ?ede~ 

ral comisionados. 

Al rendirse el informe de detención del V'?h1oulo, en lli!l, 

gÚn caso se omitir~, como ya se dijo, asentar la fecha, el 11i!, 

gar en que el vehículo fll.é detenido y si la persona que lo P2. 

ae!a manifest6 expresamente su. conformidad en entregarlo, -­

porque ambos datos son muy importantes para los casos en que_ 

se promueva juicio de a~paro, ya que es posible que al oono-­

oerse la fecha exacta de la detención se opgre la causal de -

improced~noia prevista en la fracción XII del art!oulo 73 de_ 

la Ley de Amparo, en el segundo, la prevista en la fracción -

XI del propio artículo de dicho Ordenamiento, por oon~enti--~ 

miento de los aotos reclamados. 

Finalmente, se<Svolverá a la Secretar:l'.a de Relaciones Ez. 
teriorea, la documentación original en,riada, pero no la' tra-­

ducción al español, porque ésta se ooviservarJ en el expedientef 

al mismo tiempo se· le solioitaré q 11.e informe la feoha exaota_ 
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y el lusar por el cual el vehÍoulo de qae se trata será de~ 

vul'llto a los Bstados Unidos de Norteam~rioa. En vista de esta 

información ae dictará eou.ardo de temir por definitivamente -

oonolu.!do el asunto, ordenándose arohivar el expediente. 

En el o aeo de qu.e transourran dos afloa a partir de la f!!, 

oha en que se deoreta la detención de un veh:!oulo, sin lograr 

iooalizarlo, informándose as! por el o los agentes de la Poli, 

~oía Judicial F xleral oomisionados, se le oomunioari{ este re-• 

sultado a la Seore~aría de Relaciones Exteriores, devolviénd2, 

sale la doo~nentaoión que haya rAmitido y se dictará aoaerdo_ 

de asu.nto oonolu:!do, ordenándose archivar el expediente, sal­

vo que sq acuerde algÚ.n otro trámite. 

1 

1 

1 

·I 
1 
l 

¡ 



CAPITULO II. 

PROBLEMA DE APLICABILIDAD, 

a).- La. Oonvenoi6n. 

b).- Pla.nteamientc del problema. 

e),- Su aplicación. 
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OAPI':ULO II. 

PROBLEMA DE APLICABILIDAD 

a)- La Convención. 

La Convención para la recuperación y devoluci&n de veh!c11 

los ~ue hubieren sido objeto de delito contra la propiedad, ha 

sido tachada en algunas ocasiones de mal redactada y de anti-­

constitucional • 

Se ha dicho, asimismo, que ella en sí no está mal hecha -

pero que falta su reglamentación completa ya que hasta la. fe-­

cha solamente se ha hecho la de sus dos primeros artículos, 

para aclarar simplemente, ouál~a son loa documentos que deben 

de presentar las partes al hacer una reclamación. 

Ah~ra bién, si en Último análi6is se ve que el vicio no -

está en la Ley Secunda.ria, sino en el Convenio que reglamenta, 

debemos afrontar val~entemente la cuestión y denunciar la Con­

vención. 

b)- Planteamiento del problema. 

En cuanto al problem& ~ue se suscita cuando un tercer ad­

~uirente de buena fe ha comprado el vehículo en almoneda o de 

un comerciante ~ue en mercado publico se dedica a la venta de 

objetos de la misma especie (artículo 799 del código Civil), -

(9) consideramos que debe resolverse en el sentido de que ese 

tercero no puede ser desposeído o de serlo, debe de reembolsé:!:, 

sele el precio que hubiere pagado por la cosa. Profundizar -

sobre el particul.ar.noe haría salir de nuestro tema para en- -

trar al terreno del Derecho Privado donde no hay problema - -

pues es lógico que se violarían los artíoul.oe 798, 799 1 803, -

{9) CODIGO CIVIL PARA EL DISTRITO Y TERRITORIOS FEDERALES.-Dé­
cima Cuarta Edición,- Editorial Porrua, S.A.- México,l, D.~. -
1965, 
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806, 807, 808, 830 1 831 del c6digo Civil para el Distrito 1_ 

territorios Pederalea, 7 en consecuencia loe artíoul~e 14 1 -

16 de la Constitución. (lo). 

Adem&e, por lo quo se ret~ere a la posesión, el artículo 

1153 del Código Civil, establece que la prescripción positiva 

sobre bienes muebles opera a los tres aflos cuando es de buena 

te y a los cinco cuando es de mala fe. Aai pues, aún cuando -

el desposeído no demuestre satisfactoriamente su t!túio sobre 

la cosa, basta que acredite su posesión durante loe términos_ 

a que alude el precepto antes indicado, para que la Secreta-­

ría de Relaciones Exteriores, esté obligada a restitu!rsela,­

pues, de no hacerlo, violaría también los artículos 1151, - -

1154 1-i155 del Código Civil¡ por lo tanto la garantía del!, 

galidad. 

Cuando se presente el caso inverso; es decir, que el ve­

h!cuio haya sido robado en México 1 llevado a los Estados Un! 

dos de Borteamérica, el procedimiento que se sigue es acudir_ 

ante la Secretaría de Relaciones Exteriores, 1 probar que el_ 

interesado es el legítimo propietario del objeto, que éste ha 

sido robado y que ha sido ll~vado a los Estados Unidos. 

Para probar la propiedad sobre el bién, el hecho de que_ 

;fué robado y la identidad del reclamante, deberán presentarse 

a la Secretaría de Relaciones Exteriores loe documentos a que 

se refiere el artículo lo. del Decreto Reglamentario de loe -

artículos I 1 II de la Convención. Dichos documentos son: 1)­

El original o copia certificada del Contrato de Venta o del -

Contrato de Venta condicional, ya sea que se hubiere registr! 

do posteriormente o no; (Factura o Contrato Formal de Compra-

{lÓ) CóNsTITUCION fl5LI'l!YdA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.-­
Edición de la Cámara de Diputados.- Méxic~.- 1963. 
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venta). 2)- Original o copia certificada de la tarjeta oficial 

de registro del vehículo de que se trata. 3)- Presentación de­

no menos de dos declaraciones juradas ante un funcionario com­

petente que identifiquen al reclamante como duefio del Título -

Legal, o en equidad, o en ambos, sobre el bién que se pretende 

tué robado. 

La Secretaría de Relaciones Exteriores, instr1J7e a su -

F.mbajada en Washin¡ton para que solicite del Departe.mento de -

Estado de los Estados Unidos de Norteamérica, la detención del 

vehículo 1 una vez lograda ésta, sefialar a la persona a quien­

debe de entregarse. 

o)• Su aplicación. 

Para juzgar de su conveniencia, es indispensable comen­

zar por fijar eu sentido y seflalar s~ alcance; para ello vere­

mos que dice la Convención y en qué forma se aplica. 

La Convención se compone de seis artículos, estando loe 

dos primeros dedicados a establecer que, cuando Jo soliciten -

los gobiernos de México o Estados Unidos, el u.no al otro, por­

el debido conducto diplomático, el Estado requerido se compro• 

mete a emplear " todos los medios apropia.dos para lograr la d! 

tención de los vehículos de motor, remolques, aeroplanos o las 

partes componentes de cualquiera de ellos, que se reputen en -

la petición como robados u objeto de oualqUier otro delito - -

contra la propiedad "• La misión diplomática de que se trata,­

siguen diciendo los mismos artículos, presentará loa documen~ 

toe legal.mente válidos para justificar el derecho del preaun-­

to propietario de la cosa robada. Una vez comprobado el dere~ 

cho sobre la cosa y siempre que no exista prueba concluyente, 

que lo contradiga, la Emb~jada respectiva hará la devolución -

de ella al legítimo pro~ietario. 
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:Z:. ~Í4'1"..;]a. :U: er.a.~.e~ :;.~ e~ ü. 'fe2:.Í.:.",.;;1.o en. cr...t:'.!_ 

't'U'~., 3'.• c.r:.~r~ i!"' ~..Eee ~ i;::; eue· ~~. :::e sd i!eite::ii'1 

i<)-r' tt:t ~ aJ1qr;:r t!e. .,d~~ ·!.ÍU a,; p!..-t:ir ee l.E. f"e~ ée l.!.­

t:ólidtud i!e dln'~~i&rt 

!l art!eulo I7 er..a"t1.:l:;re q:aa. las al.t2.s ;.e..-tes o::rtra~­

ú• ~ ta.eil.Uadn ad~:ru 'T ~d.er otrc ~ pe...-e­

q.u.e- lu- ~::;a.a q• ~tlh:iéuu reet;¡p~ !l'W! veh:!etü.os regre­

H11 &l. turitario del. p&Ía del. cual. procede la solicitud. 

Z1 u-tí.culo Tf er..ableu qae :o se i:irpcn:idrán derel±ost 

JIW.lta& u t:.tl:-aa eanc:icn:ies }lecttniarj.&a que graviten sobre l.a ~ 

ea 44'ten1de., pero que los ~~s que origine la de'IOlución -

corre:rin JíO%' cue.nt& del rec~rMte, qq-«,en no tendrá derecho­

ª •reclasar 1n4emú.zación de las autoridades t.tue h.!!biaren. - -

efectua4o la detención, por da.Coa sufridos por la cosa devue! 

ta, con ll:Ot!To de su perseoución. detención 1 depÓsito•. 

Por Últim.o, el artículo VI establece las formalidades -

ruioesarias para que entre en "figor la Convención que vamos a­

eetuU.ar .. 



CAPITULO III. 

EXAl'EN DE LA CONSTITUCIONALIDAD DEL CONVENIO. 

a.).- Forme. de elaborar un tratado sagÚn el derecho .. 

positivo mexicano. 

b) •• Efectos de un tratado. 

o).- Inoonstituoionalidad declarada por la Suprema. 

Corte de Justicia de la Nación, del tratado. 

d).- Efectos de declara:r inconstitucional a. un tr,!l 

te.do. 

l.- Efectos Internos. 

2.- Efectos Internacionales. 

e).- Responsabilidad del Estado por incumplimiento ~------­

de un ti:atado. 

f).- Aprecie.oión particular. 
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CAPITULO II! 

EXAMEN DE LA CONSTITUCIONALIDAD DEL CONVENIO 

a)- Porma de elaborel'.un tratado según el Derecho Positi­

vo Mexicano. 

Loe tratados son por excelencia. la manifestación más obj.!!, 

tiva de la vida de relación de loa miembros de la comunidad i.e, 

ternacional. Pueden definirse, en sentido amplio, como loa --­

acuerdos entre dos o m's estados soberanos para orear, para m.Q_ 

diticar o para·extinguir una relación jurídica entre ellos. 

Loe tratados han recibido nombres m~ diversos, y ello ha 

contribuido a orear algo de confusión en torno a estos instru­

mentos internacionales, pero una explicación de cada uno de eJl!. 

tos nombres revela que su subetratwn es un acuerdo internacio­

nal de voluntades. Han sido designados oonvenoioneé, acuerdos, 

convenios, pactos, arreglos, compromisos, declaraciones, con-­

cordatos, modi vivendi, etc., pero ello no tiene significación 

jur!dioa. 

La convención y el tratado son sinónimos. Ni siquiera pus. 

de alegarse la pretendida diferencia de que las convenciones -

son tratados multilaterales, porque la práctica no ha sido de• 

tinida en este sentido. El aouerdo es un tratado to:rmal y mat.2, 

rialmente, por más que los plU"'f;.ida:rios de las distinciones di­

gan que el acuerdo es de carácter secundario con respecto al -

tratado. Convenio, pacto o tratado.son sólo distintas maneras_ 

de designar la misma cosa. El arreglo ha sido siempre un trat!. 

do en su forma y en su fondo 1 no se vé donde pueda haber difJ! 

rancia. El oompromisv es sólo un tratado de arbitraje en algu­

nóe países, ¡ el empleo de esta denominación no está tan gene­

ralizado como para usarlo distintivamente. Las declnraoiones -

no son, en estricto derecho, pactos internacionales, y cuando_ 
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una declaraoi6n toma esta forma, oomo la de París de 1856 1 es 

un tratado, independientemente del nombre que se le baya ool,g, 

cado. !l concordato y los modi vivendi no son tratados y no -

cabe entonces la igualaci6n. El primero es un convenio entre­

la Santa Sede y algdn Estado sobre materias administrativo-r.!l. 

ligiosas 1 carece de los atributos y efectos del tratado in~ 

ternaoional. Loe segundos constituyen el ~rreglo proviaional­

de un estado da ooeae, pero no pueden tener los elementos que 

integran el tratado, y aunque se parecen a ellos en tanto que 

obligan bilateralmente, no por eso es autorizado oonsidarar-­

los como tratados. 

El constante atiln humano de olasiticBl' ha conducido a -­

los autores a intentar divisiones de los tratados, las cuales 

se mencionan aqu! a6lo para prop6aitos informativos. Una. pri­

mera separaci6n es entre tratados bilaterales y multilatera-­

les o ooleotivoa. Algunos internacionalistas hablan de pactos 

uniplurilaterales, para distinguir aquellos an los que una -­

parte contrata oon muchos otros, como, por ejemplo, el trata­

do de Vereallea de 1919. Se habla también de una separaoidn -

atendiendo al contenido, an tratados políticos (de alianza),­

tratados administrativos 1 tratados comerciales. Otra divi---, 

eidn se pretende hacer entre tratados-contratos y tratados~ 

Ley, pero ella es imprecisa e inaceptable. La pretendida dis-

tinoidn se hace solo por razones de conveniencia. Tradicional, 

mente se sostiene que los tratados deben poseer ciertoselemeg, 

tos y tener presentes ciertas cualidades para que tengan la -

validez debida. Se habla comúnmente de la capacidad, del con­

sentimiento, del objeto y de la causa. 

Digamos, por lo que se refiere a la capacidad de las par-
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tes, que el jus tractati es un atributo propio de la soberanía. 

S6lo los estados sobel'anos pueden oonoerte.r trfttados, 

En lo que se refiere al consentimiento, este debe ser ex­

presado por loe 6rganoa de representaci6n competentes del Rst!. 

do. El jus repreaentationie eatd contenido normalmente en el -

derecho interno de los Estados, y a6lo en tpooas de alteraci6n 

o a.normales, (ata repreaentaoi6n se ejerce de hecho. 

En M~xico, el artículo 89, fraoci6n X de la Conatituoi6n­

Pol!tica de los !atados Unidos Mexicanos otorga esa facultad -

al Presidente de la República 7 naturalmente, delega sus faou! 

tadea en los plenipotenciarios que al efecto (l aeftale. Esa ~ 

dispoeici6n, dice: 

"Art. 89.- Son facultades del Presiaente de la República •• 

• x.- Dirigir las negociaciones diplomáticas y oelebrar -

tratados con le.a poteno:i.as extranjeras, sometid'ndoloa a -

la ratificaoi6n del Congreso Federal". 

De manera que un pacto internacional oonoertado por un ~.!:. 

gano competente oareoe d~ validez por falta de oonsentimiento­

expresado legalmente. También el caso del representante que va 

más allá de sus poderes oonduoe a la invalidez del tratado por 

falta del consentimiento adeouado. 

Diversa cuestión entrafta lo que se denomina "vicios del • 

consentimiento", o sean el error y la coaooi6n. 

No parece que tenga cabida el error como factor para lo~ 

grar la invalidez de un pe.oto, por más que varios autores lo -

admiten en hip6tesis. 

Ni siquiera el oaso de un mapa equivocado, que contemplan 

algunos autores, podr!a traer la anulaoi6n de un tratado de l! 

mitas. Se ~one tanto cuidado e intervienen tantas personas do~ 
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tas en la negooiaoi6n y en la conoluei6n de pactos internacio­

nales que no resulta admisible el error. Y a11n s1.1poniendo q1.1e­

oontra tod~ previsi6n late se diera, las partes pueden enmen-­

dar la falta mas tarde, por protocolo posterior o tratado sub­

secuente. 

La. coaoci6n no tiene tampoco relevancia para impugnar un­

tratado internacional. Los ejemplos clásicos, el de los senad.2, 

rea romanos que pactaron con An!bal en Oannas, 1 el de Fra.noi!_ 

oo I de Francia, vencido en Pav!a y firmante del Tratado de M!, 

drid de 19526, no puede considerarse idón~o, porque el primero 

ful reohaz~do por Roma y no tuvo el sentido de un pacto y el -

seg11.ndo, adn cuando suscrito por la fuerza, no tenía valor, -­

pues para ceder territorios, en esa lpoca, era menester el coa 

sentimiento de los vasallos manii'eetE>.do en :plebiscito, segdn -

el derecho feudal. 

La amenaza o la coerci6n contra la persona o el 6rgano ~ 

que eusoribe el tratado no es tampoco causa de invalidez, por­

que la ratifioaoi6n vendría a purgar ese vicio o simplemente -

el pacto no se perfeccionaría. Lo que aí, tdcnioamente, pueds­

conduoir a la impugnaoi6n de u.n tratado es la violencia que se 

ejerce en violac16n de un tratado, por e~emplo del que se haya 

renunciado a la violencia (Pactos Kellog). El Derecho Interna­

cional moderno ba calificado dato como un crimen contra la - -

paz (Juicios de Nuremberg, 1946). 

Pero la ooacoi6n que se ejerce, v.f!:t., para lograr un tr! 

tado de paz no resta validez al instrumento internacional. Bl­

prinoipio de estabilidad en los asuntos internacionales deman­

da que se conceptúen válidos. Por otra parte, el tratado de ~ 

paz ss un mal menor que la ocupaoi6n o la conquista definitiva, 



26 -

:r adecás, no deja de revestir un de.rto co.récter voliinto-rio. 

Sefiala Verdroso (ll) que, por otro ludo, loo vicios del-­

consentimiento en loa tratcdos solo hacen ir.lpu~nables nurcicl­

mente a esos pactos, y para ello ha brío. de recurrirne i1rimero_ 

a la vía diplomética, y si esta fracasa, a los ccdioo de oolu­

oidn pacífica de loo conflictos. 

El objeto juega un papel importnnte como elemento de los_ 

tratados. Se habla de que deben tener contenido licito. Y eoa_ 

licitud, ea tanto oon respecto al derecho internacional como -

al derecho interno. Porque si se suscribe W1 ria.oto que tenr::€< -

por objeto violar abiertamente una norma del derecho interna-­

cional positivo, '?or ejemplo, :PO.ra ejercer piratorfo, ~sto. so­

r!a tan ilegal como aquel que se suscribe oon desprecio a ima 

norma dé integraci6n del Estado, ~or ejemplo 1 para suprimir -

las libertades individuales oonsal'.,!'adas en la Constituoi6n. 

Caso mas perceptible es aquel en qi~e los Estudos hacen un 

tratado para violar otro en el que ambos tambHn a»n nurtes, o 

sea, mas claramente, un tratado bilateral para reeli~ar una 

conducta contraria a las Naciones Unidas, v. t<.I'• Tal tratado -

no es válido por contener un objeto no lícito. 

En la teoría oldsioa se habla tambi~n de nosiblidad del -

objeto. Es elemental.concluir que en los tiempos modernos no -

existe la probabilidad de realizar un tratado que oontenea ob­

jetos imposibles. 

No es ola:ra la teoría que tiene que ver con la causa en -

los tratados, como no lo es la del Derecho Privado que se re-­

fiare a la oau~a de los contratos, pues unas veces se le iden­

tifica con el objeto, otras con el fin y otras mds con el mot! 

vo que impele );lactar. Parece mas probablemente que por causa de 

(ii) VERDROSS, A.-Derecho Internacional Público, Edioi6n Espa­
~ola, Madrid, 1955, Pág. 151. 
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be entenderse aquello que justifica la obligaci6n. Aa!, resulta_ 

que donde hay un tratado que no tenga •causa", éste debe oonsid.!i!. 

raree inválido. Según el Licenciado César SepÚlveda, (12) opina, 

que no tiene cabida la teoría de la oausa en el ámbito interna~ 

cional, pues aún cuando no sea aparente el motivo de la obliga~ 

'ti!Ón, debe ser aceptada en tanto aparezca que las naciones así -

quisieron obligarse. 

No hay ninguna. razón por la cual carezca de validez un tra­

ba'do r:¡,ue no muestre •cauaatt y que tenga todo el a.apecto de unil!, 

teral,. porque.~guna consideración debe haber existido para que_ 

lli( }ia.rte a~ 'lllm!'!Ja ·a 1"eálizar ese }la.oto. Así, el tratado de lími­

tes entre México y Guatema.J.a de 27 de septiembre de 1882, y por_ 

el cual renunció este Último país a loa derechos sobre Chiapas y 

el Soconusco, conform~dose con solo la manifestación de la Re-­

páblioa Mexicana de que en igualdad de circunstancias nuestro 

país hubiése hecho igual desistimiento, puede ser considerado e~ 

mo un tratado sin causa, y su validez, empero, es irrebatible. -

De manera que pareoe conveniente proscribir la,noción de causa, 

fOr que genera confuei&n. 

Se aprecia en la doctrina general, de manera consistente, -

la afirmación de que loa tratado~ pueden ser verbal.es, de pala--

1>ra •. Si en algún tiempo remoto y de manera oca.ei-onil ello oou­

·rrió, no hay ahora justificación, ni técnic~_ni:iloGtrinal, para_ 

sostener esa inexA.Ctitud. En nuestros tiempos'. .. el:".pa'Oto debe re-

. vestir siempre la forma escrita. De otra manera:n~·.:.po.dr{an prec! 

ea.rae ni exigirae las obligaciones resul.tantas d~.lospaotos. 

No se requieren otras formal.idades pa.ra·oonfigure.rse un tr! 

tado. Pero la práctica ha venido consagrand~ \p!.-oierto~eetilo, -

V11) SEPULVEDA t!~SAR.- Curso de Derecho Inte:rp.ae1ohal :Público.­
Editorial. Porrúa, s. A.- México,. 19®··"" Pág •. 97. 
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una determinada manera de redactarLca, y aunque este formalismo 

no es ad solemnitatis oaueae, por lo menos resulta práctico para 

el manejo de loe tratados. Generalmente el tratado va precedido 

del titulo. Continúa el proemio que puede contener una recapitu­

laoion de loe propósitos que mueven a loa signatarios a pactar,­

'f 1 a veces, una breve menoi6n de antecedentes. En el :¡;roemio van 

loe nombres de loa plenipotenciarios y la fórmula usual de que -

se 11han comunicad.o sus respectivos plenos poderes y encontrándo­

los en debida forma, convienen", u otra parecida, Siguendespuáe 

los artículos o cláusulas, o sea la parte contractual propiamen­

te dioba, Las dltimas cláusulaa se refieren a la duración del -­

tratado y al canje o depósito de las ratificaciones. Posterior­

mente van la fecha, la firma y loe sellos • 

. El procedimiento para. realizar un tratado internacional 

comprende muchos pasos y ea diferente en el caso de un tratado -

multilateral que en el de uno bilateral. 

Para concluir un pacto bilateral lo 'Wis usual ea qua loe 

gobiernos interesados ee intercambien notas, en las que se preci­

san la conveniencia y la oportunidad de lle6.ír a un pacto eobrE1 -

determinadas materias. Se escoge anticipadamente el paie y el lu­

gar en donde habrán de realizarse lae conversaciones que derivan 

del tratado. Se nombran, por cada paie, loa pl~nipotenciarios co­

rrespondientes, a quienes eeg6.n el asunto, asesoran expertos o -

técnicos en la materia del propuesto tratado. 

Loe plenipotenciarios lo son porque reciben lo que se 11!, 

ma 11pleno poder". Los plenos poderes son tituloe escri.toe, en loe 

que consta la autorizaci6n suficiente que al representante da el -

Jefe del Estado para negociar y firmar tratados. En ellos, que - -

guardan semejanza con los pode.rea del derecho r..orm1n, se menciona -
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la mis16n del agente, o sea, para lo que está autorizado. Existe 

la costumbre, en algunos países, de adicionar la plenipotencia -

oon la promesa de ratificar el pacto, pero e'sta supervivencia de 

tiempos pasados ya no se concibe, porque la rat1f1oaoi6n de los_ 

pactos est~ su3et a en nuestro d!a a una serie de requisitos oona 

tituoionales. Por ello se baoe alusión dé eso en los tratados, -

bajo la :t'Ó:mula "Una vez qua se cumplan las formalidades oonsti• 

tuoionalee, el convenio seré ratificado",. La verificación de loe 

plenos poderes es el soto de examinarlos en el momento de prino!_ 

piar las negooiaoionea ¡ ea ya un mero formulismo. 

Las discusiones que cond~oen al tratado se desarrollan por_ 

lo común lentamente. Cada término, cada p!Ú'raf'o se examina con -

oelo excesivo, aoentu~doae la dificultad en el oaso de pa!sea -

de lengua d:l.ferente. En ooasiones es menester detener el curso • 

de las oonversaoiones, para realizar consultas a los Órganos SUB' 

riorea del Estado. Ouando el texto que va a ser auaorito por loa 
l 

plenipotenciarios ya ha sido aprobado por la oanciller!a de oada 

pa:Cs, ee prooede a la firma del documento, la que reviste cierta 

solemnidad. se colocan frente a frente ambos ejemplares del tra­

tado, escrito sobre pergamino o sobre papel grueso. Se emplea el 

alternat, e ato es, cada diplomático i'ir.na primero el tanto del • 

otro país •. Si consta de varias páginas, se inioialan oada una de 

ellas. Se ool.ooen los Hstones que unen 1.as distintas fojas de -

cada ejemplar y se lacran, enoima de lo cual el diplomático es~ 

tempa su sello personal ·o el de la naoi&n a que pertenece. Oada_ 
plenipotenciario recoge au ejemplar, que aerá enviado al Eje~ut~ 

vo o al Órgano del Estado que oorre13¡>onda, para los pasos subae­

ou.antes. 
En el caso da loa pactos generales o multilaterales el pro-

cedimiento para concluirlos ea más complicado y m~s largo, por--
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que es menester alc:a.nza.r W1 texto -iUe satisfara a. todas 12.s :p<:.r­

tea. Aunque es frecuente ~ue cada Estado participante m~nificste 

de antemano su aceptación al espíritu que anir..a al propuesto ~as 

to colectivo, en la discusión final habrá numerosas djfioultades 

imprevistas. Invitados los países para reunirse en altún lucar, 

envían sus plenipotenciarios debidamente instruidos. Los plenos_ 

poderes no se intercambian, sino_ee depositan, 1 la verificación 

la realiza anualmente la cancillería del país invitante. 

El procedimiento de negociación de loe tratados multilater~ 

les es parecido al de una conferencia internacional. Una vez que 

se adopta. un texto definitivo se firma al mismo tiempo por los -

plenipotencta.rios en tantos ejemplares como países est~.n repre­

sentándose, siguiéndose en la ceremonia cualquiera de los siste­

mas del ceremonial diplomático (al ternat, pell-mell, orden alfª 

bé'ld,oo, sorteo). 

Batifioaoi6n ea un término que se deriva del derecho priva­

do y su significado literal es confirmación. El que ratifica el_ 

acto de otro declara simplemente que lo tiene por bueno, como si 

lo hubiera hecho él mismo (13). La ratificación de los tratados_ 

es la aprobación dada al tratado por los órganos competentes del 

Estado, que hace que éste quede obligado por tal tratado. La - -

práctica de la ratificación, relativamente moderna, arra.nea de~ 

de la revolución francesa, o sea, con la organización democráti­

ca del Estado. 

No existe, en loa sistemas constituoional~s de los países, 

normas para regular la ratificación de los pactos pero si hay -­

una práctica bien acusada, de la que pueden inferirse reglas ge­

nerales. 

La ratificación ~s un acto complejo, que comprende vario-a_ 

f13) SE!ULVEDA, C!SAR.- O~. cit. Pág. 102. 
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pasos; conoluído el tratado, se hace llegar a los órganos repre­

sentativos del Estado. El ;jefe del Estado determinará si son de_ 

seguirse las instancias subsecuentes o si lo firmado no conviene 

a loa intereses del país. Pero si encuentra, como es lo ordina-­

rio que el tratado satisface, entonces ese órgano lo somete a -

los procedimientos internos de discusión y de aprobación, con -

las recomendaciones y aclaraciones que se ;juzguen pertinentes. 

Algunos pactos perecen en esa revisión, o bien, pueden surgir m.2. 

difioaciones aconsejables. 

Pero si el tratado emerge incólume de esa discusión, y ci,­

por otra parte,. el- J:efa del Estado, no tiene ob;jeción, entonces_ 

se procede a las etapas fina.J.es de la r.atificación, o sea, la h~ 

chura de un instrumento en donde apareoa el texto del tratado, -

la.anotación de que ha sido aprobado por loa Órganos encargados_ 

y la declaración del Jefe del Estado de que se ratifica el trat!. 

do. En Méxioo se solía usar la fórmula: 

"En el ejercicio de la facultad que me confiere la frac­
ción X del articulo 89 de la Constitución Federal, ~ ~ 
con la aprobación del Senado de la República, _ratifico_ 
y confirmo este tratado en todo y en cada uno de sus ar 
t!culos ¡ prometo en nombre de la República cumplirlo y 

' observarlo y hacer que se cumpla y observe". 

Pero ha sido substituída por otra más corta. 

Sobreviene después el llamado intercambio de ratificacionee, 

en el lugar ~ue se na prefijado en el pacto. En esa feoha los -

funcionarios que se hayan designado para tal efecto y parece co~ 

veniente aclarar que no se requiere pleno poder para el acto de 

inte:r.cambio de instrumentos de ratificación, se cambian los 

instrumentos, debidamente firmados cada uno de ellos 1 se levan­

ta un acta la cual irá en el idioma de los países firmantes, que 

suscriben los funcionarios, y con ello queda completa la ratifi­

cación. Es de advertirse que no se concibe ratiticación que no -
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séa escrita. 

Cuando se trata de ratificaciones a tratados multipartitos, 

el procedimiento difiere, pues la práctica moderna es la de de¡·g, 

sitar los instrumentos de ratificación con un gobierno determin~ 

do, o en el secretariado de una organización internncional. Por_ 

lo común, esos tratados multilaterales contienen cláusulas que -

rigen el depósito de las ratificaciones. El gobierno depositario 

da aviso oportuno a los otros países que ya hayan ratific~do. 

El efecto de la ratificación es hacer nacer, desde ese mo~ 

mento, un instrumento válido legalmente. Ha habido discusión so­

bre si la entrada en vigor del t~atado debe retraerse a la fecha 

de la firma del pacto, pero hoy es ya uniformemente aceptado que 

la de la ratificación es la fecha en que comienza la vigencia. -

(La Convención Interamericana de Tratados, la Habana, febrero 

de 1928, en su artículo 80. establece que los tratados entrarán_ 

en vigor desde la fecha de la ratificación). 

Una vez otorgada, la ratificación no puede revocarse ni aun 

cuando se a.legue que no se cumplieron en el interior del país d~ 

terminadas formalidades como la de la promuleación. Caso ejem- -

plar fue la petición del Gobierno de México, en 1924, al de los 

Estados Unidos, referente a dejar sin efecto el depósito de rat! 

ficación a la Convención de Unión de París para la Protección I~ 

ternacionaJ. de la Propiedad Industrial, reformas de Wásbington -

de 1911, que el gobierno usurpador de Huerta había efectuado en 

1913 (14). 

La promulgación, o puulicación, es el medio por el cual el_ 

tratado se hace conocer de los habitantes del país, pero este es 

un hecho poco relevante en cuanto a su validez·o a su entrada en 

(14) SEPULVEDA, CESAR.- op. Cit. Pág. 102. 
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vigor. En México se sigue una t&rmula semejante a la de las le-­

yes, por lo que equ{vooamente se piensa que lo son y que prooe-­

den los reouraos Gonatituoionales sobre leyes internas. Ella di­

ce oomu.nmente1 

"En oumpli:nianto a lo dispuesto por la fracción I -

del artíouJ.o 89 de la Comtituoión Pol:!tioa de loa_ 

Estados Unidos Me~ioanos y para su debida publioa-­

·oión y obaervanoia, promulgo el presente deoreto en_ 

la Residencia del Poder Ejecutivo Federal a los ••• 11 

Y apareoa en el D.irio Oficial, el flnal del texto del trat!_ 

do y de las notas sobre ratificación y aprobaoión. 

Por lo que reapeota al régimen interior, de acuerdo ~on las 

disposiciones locales, es necesaria la publicación o promuJ.ga--­

oión del tratado por !11edio de un deor1rto e speoial, 

De conformidad oon la legislación mexicana, una vez que el_ 

canje de ratifioaoiones o su depósito han sido verifioados, el -

Presidente de la Repúblioa, ::ior medio de un deoreto qu.e se publ! 

os en el ''Diario Oficial 11 , dá :f'uerza obligatoria al tratado para 

los habitantes del pa!a, en lo que pueda relacionarse oon &lloo. 

'Sn realidad, el procedimiento qu.e se sigu.e es an!Úogo al de las_ 

dem~s leyes. 

La Constitución haoe intervenir en las relaciones interna-· 

oionales, de modo y en medida diversos, al Presidente de la RepJ:!. 

blioa, al Congreso de la Unión y al Senado. 

El Presidente representa a M~xioo en aus rd aoiones con los 

demás países y aon eee t!tulo acredita 1 reoibe enviados diplom,!{ 

tioos, se oomunioa con loa gobiernos extranjeros y ea el ú:nioo -

poder que en materia int~rnaoional ea informado oficialmente. La 

jefatura suprema de las :f'uerzas armadas y el liderazgo pol!tioo, 
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e.poyan y autorizan eu a.oción int;3rne.cional. 

El Congreso tiene posibilidad de participar en la política_ 

extranjera mediante eu facultad constitucional de declarar la -

guerra y por aquella otrn facultad que consideramos impractica~ 

ble de autorizar a los Estados-Miembros para hacer la e:uerra por 

sí a alguna potencia extranjera, Su posibilidad de intervención_ 

en el 6rden práctico, así sea indirectamente, estriba en el man~ 

jo de loe recursos financieros, ya por el Con€Teso en los impue~ 

tos, ya por la Cámara de Diputados en los gastos. Y así llegamos 

a la función de aprobar los tratados celebrados por el Presiden­

te, que la Constitución otorga al Senado. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 76 fracción I de 

la Constituci6n, l~ celebración de un tratado se integra en nue~ 

tro dere.cho público interno por la concurrencia de dos volunta-­

dee, como son la del Presidente y la del Senado, tomada la de e~ 

te Úl.timo por mayoría de votos de los presentes. Surge así en el 

Derecho Interno un acto único aunque complejo, que a su vez es -

acto unilateral en la esfera del Derecho de gentes, puesto que -

para la producción del acto bilateral que es el tratado se nece­

sita la concurrencia de voluntad del otro estado contratante. 

En la formación de aquella voluntad unilateral dentro de 

nuestro derecho, es posible observar varias fases sucesivas. 

Las negociaciones entre los plenipotenciarios como represe.n 

tantee de los Jefes de Estado, culminan en la conclusión del tr,!1: 

tado 1 el cual no obliga por ese solo hecho, pues a diferencia -­

del mandato civil los plenos poderes reservan siempre para el rs, 

presentado la facultad de ratificar o no el tratado conclUÍdo. 

En nuestro Derecho Constitucional el Presidente de la Repú­

blica no puede llevar a cabo l& ratificaci&n del tratado, sin la 

previa aprobaci~n de éste por el Senado. Así pues, el acto prop~ 
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men~e da Derecho Interno como es la aprobaoi6n del Senado, es a~ 

to intermedio entre otros dos que pertenecen al Derecho Interna­

cional, a saber: la oonolusidn del tratado por los plenipotenoi!. 

rios 1 su ratifioaoidn por el Presidente (15). La oonoepoidn ori 

ginaria del Senado como alto consejo del ~jecutivo, hizo pensar­

en Rstadoa Unidos que dicho organismo debía participar con vol~ 

tad activa 1 propia en la oonfeooi6n de los tratados, de suerte-. 
que "su oonse jo" al Presidente deb:!a ser previo a la oonolusidn-

del tratado y su· "consentimiento" posterior a la oonolusi6n, pa­

ra dar as! contenido a las dos expresiones de aoonssjar 1 de con 

sentir que consagra el texto constitucional; pero tal intsrpret!. 

oidn se ha abandona.do de heoho, para quedar la aprobaoidn del S! 

nado como referida dnicamente a un tratado ya oonoluído por el ~ 

Presidente (16). 

La aprobaci6n del Senado autoriza al Presidente a llevar a 

cabo la ratifioaoidn, pero no lo obliga a hacerlo, a diferencia­

da la desaprobaoi6n que lo pone en el tra.noe de no ratificar el­

tratado. Ello ea debe a que, una vez satisfecho el requisito in­

ternó de la aprobaoi6n de la Crunara Alta, la voluntad del Presi­

denta queda libre para aotuar en el plano internacional, al que­

perteneoe la ratifioaoi6n de los tratados. Otra ser!a la soluoi6n 

si se entendiera que la voluntad del Senado se proyecta en la ª! 

fera internacional, integrando con la del Presidente la voluntad 

del Estado ?ll'exioano; pero esta tesis seria insostenible dentro -

de nuestro texto constitucional, donde la facultad ea de aprobar, 

no de dirigir ni de aoo!lBejar. 

Nuestra Conatituci6n, no ooncede 1ntervenoi6n al Senado en 

la abrogao16n y en la denuncia de los tratados. La faoultad, por 

(15 )TENA R:\JIIIRll'Z,FELIPE.-DER:BOHO CO!'l"STITUCIONAL MEXICANO.-Cuarta 
Fdic .-Editorial PO:r!?Úa, S.A. ?/léxico ,1958.-Pág. 373. 
(16)TENA RAMIRRZ, FFLIPF.-DEREOHO CONSTITUCIONA.L MEXIOANO.-Ibi­
dem.-Pl!gina 373. 
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lo tan.to, p~rtenece exclusivo.mente al Presidente, como incluida_ 

en su atribuoi6n general de dirigir las negociaciones diplomáti-

cae. 

b)- Efectos de un tratado, 

Los tratados sólo producen efectos sobre las partes contra­

tantes; el trate.do, uura los que no son firmantes ni adherentes, 

ea res inter alios acta, es decir, que no puede ni perjudicarlos 

ni beneficiarlos. 

Sin embargo, la doctrina, en vista de cis:rtos casos como el_ 

uso de la cláusula de la nación más favorecida, presenta algunas 

incertidumbres. Los tratados-leyes, por ejemplo, pueden tener -­

efectos absolutos sobrepasando al grupo de los contratantes ori­

ginales. En principio, los tratados limitan aua efectos jur!di~ 

coa a loa contratantes en virtud de la regla ya mencionada rea -

inter alios acta, nec nooere neo nrodesse notest, 

Lo. jurisvrttdencia internacional confirma ar.i;1linmente la re­

gla. En la sentencia de la Corte per~e.nente de arbitraje en el -

caso de las palmas (4 de abril de 1928) se dijo: "cualquiera que 

~ueda ser la juota interpretaei6n de un tratado es evidente que_ 

no puede ser interpretado de manera u dis,oner de loo· derechos -

de las terceras potencias independiente a". (17), Existen sin em­

bargo, tratados que benefician a los terceros de oficio o medi0:9. 

te una esti~ulnoi6n expresa. En el nrimer c~so por ejemplo, los_ 

tratados relativos a comunicaciones, v. gr., el "Derecho de 'Pa­

so", para todos los pa!ees, establecido en los tratmdos sobre -

los estrechos turcos, canal de Suez, de 'Panamá, de Kiel. 

El tratado en el caso de un estado i.i.ni t~!rio tiene efecto s,g, 

bre el territorio sometido a stt coi:l]iatanoia. Debe tenerse en ---

(11) SHJ1.'1Th, t:A:ttrn:. lf .-J..::!i...:CHO W'.~,:mrt.CIOUAL ?.UBL!CO.-Cuarta - -
Edición.-Librar!a 'Porrtfo. Hnos. y Cfo. S.A.-I,r6'xico,1963.-Pii~.415. 
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cuenta como una limitación a este principio cuando ae trata, ca­

so cada vez mas raro, de dependencias coloniales, estados prote­

gidos o territorios sujetos a mandato independiente de la aplioA 

ción de los términos del tratado mismo, ya que en términos gene­

rales un tratado no se aplica, salvo precepto en contrario, a -

los territorios que se encuentren en especial posición respecto 

a la metrópoli. 
' 

El tratado establece una relación de derecho únicamente en-

tre los estados contratantes con los Órganos internos del estado 

solo hasta el momento en que el Derecho Internacional se incorp2_ 

ra al Derecho Interno en la terma que las propias leyes dispon-­

gan. Por lo que respecta al órgano legislativo existe una verda­

dera obligación en determinados casos para expedir la ley necea!. 

ria para su ejecución • .AlgUn&a veces en el tratado miSJllo las pa¡_ 

tes se comprometen a tomar las medidas legislativas procedentes_ 

pera su cumplimiento. En suma, todos los órganos del estado es-­

tán obligados a contribuir a la aplicación del tratado. 

El tratado internacional otorga derechos e impone obligacig_ 

nes a las partes contratantes, preferentemente. Es una regla de_ 

conducta obligatoria para los estados que los suscriben y ratif! 

can. Los pactos obligan al estado en todo su territorio, por lo_ 

común, salvo el caso de ciertas zonas o la aplicación a las cola 

nias1 si as:! se ha convenido. Hay tratados que, naturalmente, -

obligan a1 Estado en pleno, pero producen ef~ctos con mayor in~ 

tensidad sobre determinados órgBllOs, v. gr., loe llamados trata­

dos administrativos-técnicos, 1¡ue son aplicados por una dependen 

cia específica en la esfera de sus atribuciones, como los posta­

les, los de comunicaciones radiotelefónicas y radioelectrónicas, 

los sanitarios, los de propiedad industrial. Existen convencio:-:-­

nes, por otra parte, que se traducen en efectos para las perao~ 
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nas, de una manera directa, como los de extradici~n. 

Pero también producen los tratados efec·tos con respecto_ 

a terceros Estados, que no son partes ni pueden serlo. Hay -­

convenciones destinadas exclusivamente a afectar, favorecién­

doles o perjudicándoles, a terceros, aunque este tipo de tra­

tados constituyen ya auténtica excepción, como los de garan~· 

tía. 

Hay, por Último, un gru:po de tratados que por virtud de_ 

un cierto mecanismo generan efectos oon respecto a terceros -

'ajenos, pero aqu! se busca precisamente ampliar los efectos,­

de una manera jurídica, tales son los pactos de comercio en • 

los que apa.rece'la "cláusula de la nación mas favorecida•, -­

~iene por objeto esa fórmula extender los beneficios que se -

concedieron a una nación por otro tratado, a la parte.que es­

tá pactando, por ejemplo, tarifas favorables. Para ilustrar -

esto el Maestro César SepÚlveda en su obra de Derecho Interll!, 

cional Público (18) sefiala que en un tratado entre loe países 

A. y N, suscrito hace tiempo, figura un beneficio recíproco -

con re~peoto a ciertas tarifas arancelarias. Cuando el Estado 

A. pacta.con z. incluyendo en ese tr&tado la ªcláusula de la 

nación más favorecida• se entiende que se le aplica también -

el régimen preferencial otorgado en el tratado AN. A la 1nve¡, 

sa, y por ser recíproco este derecho cualquier ventaja, se en 

tiende concedida también a •A• por la operación de la claúsu­

la, pues no debe tener A una situación inferior al país H. Se 

viene a establecer, en esta hipótesis, una situación similar_ 

entre A. N. z. y H. La fórmula puede quedar enunciada aeí, -­

cualquier ventaja que cualquiera de las partes ha concedido -

en el pasado o oonceda en el futuro a u.n tercer Estado, se -

ria) SEPULDEDA, CESAR.- Op. cit., Pág. 16, 
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conceder~ a la otra parte. 

o) Ioonatituoionalidad deolcrada por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nooión, del tratado. 

En Mlxioo, la ponstituoionalidad o entioonstituoionali-­

dad de los aotos jurÍdiooa y de las leyes mismas es juzgada -

Por los &rganoa competentes de la jurisdioción de amparo. La_ 

jurisprudenoia de la Suprema Corte de Justicia de la Maoión -

puede orientarnos sobre el problema que tratamos .. 

En los muohoa casos de automóviles que han sido looeli-­

zadoa y detenidos por &rden de la Seoretar:!a de Ri:laal.onas E_;f, 

teriorea, el oospose{do ha inter\)Uesto el juicio de emparo. En 

alEJlnoS casos, sobre todo al principio, no ae mencionaba oomo 

autoridad responsable a la citada Secretaría, pero paulatina­

mente, la tendencia he sido solicitar alllparo .·contra su.a actos 

1' reclamar de ella la desposeaión, llegándose hasta impugnar_ 

de antioonatituoional la oonvenoión misma. (Amparo promovido_ 

por Luis Oorie Campos.- Exp. 398/48, Juzgado Segundo ca Distr! 

to en Materia Penal en el Distrito Pederel). 

Se ha diqho que ea antioonstituciond porque no estable­

oe procedimiento e seguir para la deapcseeión• sino que lata 

se hace de,_ la manera m&a arbitraria, sin acatar lo pi·:eoeptua­

do por nuestro artículo 14 constitucional. 

La Secretaría de Relaoionea Exteriores ha contestado que 

oum.ple con el. artículo mencionado 11puee el prooedimiento que_ 

se lleva ante eea Seo;retar:!a tiene tal oarifoter (de juicio) -

ya que a 61 oonourre el quejoso en defensa de sus intereses -

y al dictarse resolución se toma siempre en consideración la_ 

prueba o pru.ebas que haya presentado es:! como los argumentos_ 

que en su defensa ha expuesto". 

La convención no ea inconstit.ucionelJ es por lo ·demife --



- 40 -

un acuerdo oonoertado en beneficio ~eo!prooo de los ciudadanos 

d·e loa pa!ses contra.tantea que ae encuentran en el caso de ne­

. oeaitarlo. Ahora bilfn, lo que si ea manifiestamanta anticons-.., 
tituoional ea el medio utilizado por la Seoretaría de Relacio-

nes E.icteriores para. el cumplimiento de la convanc16n en loa -

casos concretos que se presentan. 

Habiendo dicho la multioitada Secratar!a que el procedi­

miento que ante ella se sigue tiene el oardoter de juiciol --­

debemos dilucidar la oueati6n de lo qua por Juioio debe enten­

derse. Man.rasa (19), en sus comentarios a la Ley ispafiola de -

Enjuiciamiento Civil de 1881 da la ai51liente definioi6n:"en -

el lenguaje forense se da el nombr.e de juicio en la aoepci6n -

mds propia y general de esta palabra, a la oontroveraia o dis­

ouai6n legítima de un negocio entre dos o m~s partea anta 

juet: competente, p;-'lra qua la substancia y la determine con arr1 

glo a derecho". Cabe señalar que deben considerarse como sin6-

nimas a las palabras juicio y proceso. Loa legisladores emplean 

la de juicio y los tratadistas la de proceso. 

Ohiovanda, (20) en ous Instituciones de Derecho Procesal 

Civil, dice que, "el proceso ea el complejo da actos coordina­

dos al fin de la aotuaoi6n de la ley (con relaci6n a ur. biJn-­

que se pretende garantizar por ella) por parte da los 6rganoe­

de la juriadiooi6n." 

Guaep (21) nos dice que "Proceso es una serie de auca~ 

(19) MANRWSX y NAVARRO, JOSE M.\R!A.n.-cor.mNTARIOS A LA Ll!:Y DR 
BNJUICIA?fiBNTO CIVIL REFORMADA CONFom.m A LAS BAS!l'S APROBADAS 
POR LA LEY DE 21 DE JUNIO DR 1860.-Séptima Edioi6n.-Tomo !.-­
Instituto ~ditorial Reus, Centro de Enseñanza y Publicaciones, 
S.A.-Madrid, 1952.-P~ginas 552 y 553. 
20 )CHIOV:SNDA, GIUSEPP:S.-INSTITUCiorras DlS DRI\RCHO PROCESAL OI­
VIL.-Sditorial Revista a.e Darecho Privado.-Vol.I.-?.!adrid,1954. 
Mg. 41. 
(21) GUASP,JAitm'.-DERRCH-0 PROC3SAL CIVIL.-Segunda Edioi6n 00 
rragida.-Inatituto da Ratudioa Pol:l'.ticos Madrid 1961 P-"­ll. , t , .. g. 
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sión de actoo que tienden a la aotu.ación de u.na pretensión tu.a 
dada mediaztte la intervención de los d'rganos del eatado insti­

tu!dos eepeoialm.ente para ello~. 

Considero, que la parte del ert:!cuJ.o II del Conwm.o, "M!. 

dios apropiados•, ha sido in~arpretada por la Secr'!tarín de R,! 

laoiones ::xt~riores '!Z1 forma errónea. Por medios ap~opiados, -

en relación oon la c11eati&i a q~ se refiere. se entionden los 

mediog no eolo e:t:icaces sino también correctos de acuerdo con_ 

la legislaoión del país que debe ponerlos en actividad. Los M,!l 

dios arbitrados por la citede Secretar.Ca para poner ~n f'llnoión 

la Convención de que se trata, se encuentran en :tra::i.oa tlisgre­

ciÓn con Al. art!cuJ.o 14- Constitucional que ordena que •1fadie_ -

podrá ser privado de sus propiedades, posesiones .o der30hoa -­

sino mediante juicio seguido an'Ce loCJ trlbunel'.'le previamente -

establecidos, en el que se cumplan. las formalidades esenciales 

del procedimiento 7 oon:forllle a las le7es expedidas con anteri!l, 

rided al hecho•. 

El precepto constitucional habla de juicio ante los trib)! 

nales, que e realmente el lfm.oo juicio posible, es decir una -

serie de actos de naturaleza radioal!llente distiltta a la de loa 

sotos administrativos que la Seoretar:!a de Relaciones Exterio­

res pone en ejecu.oi&n para privar de su propiedad y posesión -

a loe a.teotadoa en los ce.sos a que se extiende el oonvel'lio. 

Asim.ism.o, la Seoretar:!a de Relaciones Ri:teriores ha soli,!j 

tado el sob~eseillliento de ilmllmerables 8!D.paros alegando que el 

quejoso debió de haber ocurrido entes a elle. 1 tlesp11és de haba­

agotado el recurso ordinario. 

Para justificar su. dicho ha citado la tesis 87, pi!gina --

183. del aptÍndioe al tomo LXXVI de1 SElillJmario Judicial de la F§. 
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de:recián qua dice: 11el amparo en matei•ia administrativa no pr.e, 

cede en los casos en qi1e las leyes atlinariaa establezoan con-­

tra el acto reclamado recurso o medios ordinarios que esos prQ. 

oedim1entos puedan ser utilizados por el afeotado 11 • Relaoionea 

Exteriores, tAlll.bi¿n habla de un reJurso ordinario y se basa p~ 

ra pedir el sobreseimiento de los Oillpr.roa, en que el quejoso -

no ha oourrido a ese r~clll'so. Pero es falsa la exiut9noia del_ 

recurso or1irario a que se refi~re la mu1tioitada Secretar{&,­

ya que, como la '!lj-:icutoria lo establece, dicho recurso debe ª! 

tar previsto en la ley ordinaria ~U$ ~n aste oaao vendría a 

ser el oonvsnio el cual nada dice al respecto. A p:ropÓsi to ca­

be hacer notar ~ue es la Secretaría de Relaciones Exteriores -

la que ha dado a est~ medio de defensA oreado graciosamente y_ 

a au s~bitrio, el nombre de recurso. Si bien es loable el ea-­

p!ri tu tle equidad/ y de justicia que anima a la Searct ar:!o alu­

dida, no puede, en estricto derecho, considerarse como recurso 

el medio ó.e defensa que graciosamente ha establecido y que en_ 

la mismn foroa podr:!a suprimir. 

El recurso debi:i e atar especificado claramente en la ley -

pera que los particulares lo conozcan, ::soriche (22) nos ense­

ña lo que es, al deoir, "se entic-nde porreou.rso la acción -:i.ue_ 

quedA a la persona condenada. an juicio para podar !ilcudir a -­

otro juez o tribunal en solicitud de que se enmiende el agra­

vio que oree habérsela hecho"; y la Secretaría de Relaciom a 

Sxl:eriores es bién sabido, no es jusz ni tribunal 

La Secrcter!a de R~laoiones Sxte~io~cs también ba dicho -

~ue queriendo irlerpretar la frase del 2~tíoulo II del oonve---

"(22) '!lsolí!ctt::, Jfü.@IN. D .-DICCIONA'R.IO RA30NA.1){) DE L-.::G ISLAnou 
Y JUP..I3PRUm::inA.-Nueva Edición Reformada y oonsHerablemente · 
aumant3da.-Tomo I;i- '.-fodrii, I:1rorents de '5duardo Cu.esta, Rollo -
6, bajo.- 1874.- ág. 2520 · -
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nio que dioe• "una vez que haya silo detenida la oosa, y siem-

pre que no exista Prlleba Oonoluyente, que contradiga ••••••••• ~ 

ha considerado neoesario abrir un período de pru~baa y a eso -

llama indistintamente ltJuioio" 7 "Recu.rso111
• Pero como ya apun­

tamos anteriormente, es neoesario reglamentar loa medios de de 

fensa del deapoae!do para que en realidad lo constituyan. 

Como hemos visto la Seoretar!a de Relaciones Exteriores ha 

alegado que "el mparo en materia administrativa no procede en 

loa casos en que exista recurso ordinario"; al deoi~ esto, reQ? 

noca expresamente que su fUnciÓn es meramente adm.inistrativa1-

ahora bién, ea convenimt e para los fines que nos proponemos,• 

diferenoiar perfectamente la función administrativa de la ;Ju­

risdiooional para saber cuáles son las atribuciones que tiene_ 

la Seoretar!a oomo &rgano administrativo y ouilea son le.a que_ 

se quiere arrogar indebidamente por estar oonferidas excluaiv! 

mente a los Órganos juriadiooionales compete~tee. Para ello V,! 

remos lo qua sobre el particular dice la Ley de Seorstar!as y_ 

Departamentos de Estado. (23) 

A la Seoretilr!á de Relaciones Exteriores corresponde el -­

despacho de loe siguientes aauntoa • Art{culo 3o. 
I.- Mane3ar lea relaciones internaoions.üiee, Y' por tanto, • 

intervenir en la celebraoion de toda olase d.e tratados, acuer­

dos y convenios en las que el pa!s sea parteo 

u .... l>irig:Lr el servicio exterior en sus aapeotos diplomlf ... 

tioos y consular en los drminos de la Ley del Servicio Exter:Wr 

Mexicano, 1t por conducto de los agentes del mismo Servicio, • 

Telar en el extranjero por el buen no~bre de Mérloo, impartir_ 
prote~oión a loa mexioanosJ cobrar derechos consulares y otros 

illl.puestoaJ ejercer funciones federales y de registro oivil.J ªB: 

tillar al Departamento respectivo en la promoai6n del tw:'i.Sllló, 

<A'S1 tm: DE sECimlRIKS" y D3PA.RT!!;?11SNTOS '.DE ESTADO.- Editorial -
"Ltm.ea", M6xioo, D. F. 1963.• ~ag. 13• 
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y adquirir, administrar y oonaervar propiedades de la nación en 

el extranj el'o. 

III.- Recabar en el extranjero laa inf'ormaoioneR t éonioas 

y eoonómioaa que sean de utilidad para la produooión agr!cola_ 

e industrial del pa!s, y le permitan oc11currir mejor a las la­

bores de oooperación, intercambio y oo~ercio internacionales. 

IV.- Promover, conjuntamente oon la Secretaría de Indus-­

tria y ComeI'cio, el comercio exterior del país, y difundir en_ 

el exteriqr.los datos convenientes sobre la cultura, la agri-­

cul tura y 1 a industria nacional ea~ 

v.- Intervenir en lo relativo a oomiaionea, oongreaos, -­

oonferenoie.s y exposiciones int urnacionales, y participal' en. -

los organismos e institutos internacionales de que el gobierno 

mexicano fonne parter 

VI.- Intervgnir en las cuestiones relaoionRdas oon los 

l!mites territoriales del país y a guas internacionales; 

VII.- Conceder a los extranj~ros las lio~ncias o autoriza 

oionea que requieran contor.:ie a las leyes para adquirir el do­

minio de las tierras, aJuas, y sus accesiones, o para obtener_ 

concesiones de explotación de minas, aguas o combustibles min~ 

ralea en la RepÚ:blica ~!exioana y para adquirir bienes inmue-­

'b1. '?s, ubicados en el país, para intervenir en la e:xplotaci6n da 

recUl'so~ natural.ea, p'il!'a hsoer 1nv3rsiones en empresas oomero~ 

las industriales· especificadas, as! como para form3I' parte de 

sociedades mexic~nas civiles y mercantiles y a éstas para mod! 

ficar o r·::f'o:rmar a1i..'3 escrH11rse y sus bases constitutivas y -

para aceptar socios extranj~roa o adquirir bi~ues inmuebles o_ 

derechos sobre ellos; 

VIII.- Llevar~, r~gistro de las oper~ciones realizadas -
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conforme a la fracción anterior; 

IX.- Intervenir en todas las cuestiones relacionadas con_ 

nacionalidad y naturalización; 

·:x.- Guardar y usar el Gran Sello de la Nación. 
XI.- Coleccionar los autógrafos de toda clase de documen-

tos diplomáticos; 

XII.- Legalizar las firmas de los documentos que deban -

producir efectos en el extranjero, ¡ de los documentos extran­

~eros que deban producirlos en la República. 

XIII.- Intervenir en la extradición conforme a la Ley o -

tratados, y en loa eXhortoe internacionales o comisiones roga­

torias para hacerlos llegar a su destino, previo ~xá.men de que 

llenan los requisitos de forma para su diligenciaoión y de su_ 

procedencia o improcedencia, para hacerlo del conocimiento de_ 

las autoridades juilioiales competentes, y 
VIV.- Los demás que le atribUlan expresuente las leyes y 

reglamentos. 
El Licenciado Anton3o Carrillo Flores, (24) on su obra ~ 

•La Defensa Jurídica de los particulares frente a la ad.minis-­

traoión en México", eefiala las siguientes ca.racteríetioaa en -

todo procedimiento adJninistrativo: , 
a)- Una mayor rapidez dado que los nesooioe administrati-

vos liga.dos con los intereses públicos exigen una gran expedi­

ción; 
b)- Una menar formalidad, que en el procedimiento 3udicial; 

c)- Bigil.o en el procedimiento administrativo; 

d).. Lo que la doctrina llama i'al ta de adherencia o sea -

una falta de identidad :f'!sica entre las personas que tramitan 

el negocio y las que lo resuelven; 

(24} CARRI'.t!ó FLORE~r AN1~:rn10.;.;;-·LA DEFENSA JURIDICA DE LOS PAR 
UCULARES FRENTE A J.úl Allll!INIS~AOION EN m:noo .-Librería de Po 
rrúe. Berman-0s ¡ Compe.fl.ía. Méxioo, 1939,Págs. 107, 108 y 109.-
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e)- Falta de det~r.uinaoión en cuanto a los medios de -­

prueba; 

f)- Incertidumbre en cu.anto a la ter:ninaoión del prooe­

dilXliento, y 

g)- Falta de sistem¡:¡tizaoión de los medios de impugna-­

oiÓn de las resolu.oionea administrativas. 

En cambio, la función j u.risdiccional solo puede oaraot1 

rizarse por su motivo y por su fin, es ñeoir, por el elemen­

to que provoca dicha.función y ~or el r~sultodo que con ella 

se persigtte. 31 estado por medio de las funciones legislati­

va y edministrativ::•, orea situeciones jurídicas que deben,· .. 

dentro de la normalidad de le vida Bocinl, ser volu.."ltariarne!}; 

te respetadas; cuando est!!! resp,;to voltmtario no existe,ouag, 

do esas aituaci<.':-::i.es a los actos que laa •?llg"'ndran son motivo 

de duda, de contr9veraia o de violación, el estado debe in-­

tervoni:r para evitar que loa partictilares lleguen a imponer_ 

por la fuerza su derecho, a hacPrse jU$tioia por su propia -

mano (art:!oulo l? Constitucional), (25') ''La :funoirÍn ca. ue el E,!! 

tado realizo ol efrctuar esa intervención, es precisamente -

la función jurisdiccional. Lue~o esta supone, en primer tér­

mino, y a dif~rencio de las otras f'unciones, una situación -

de conflicto preexistente ; despu4s el acto j urisdiccl. onal_ 

que tiene como primer elemento la declaraoi~n que se haga de 

le existencia de t~l conflicto que requiere un procedimiento 

es9ecilll previo en !il. cual raya un debate contradictorio y -

audiencia de pruebas y alegatos de las ¡¡artes contendientes y 

por Último, el acto jurisdicci. onsl se conati tuye únicamente_ 

por la 8 cntenciu y no por los actos pr~vios del procedilllien-

(2;) c,o~r:;z r-::.'!JG r q:r .POLITICA n;;: LOS ·~r:' .. :::o<;; 1J.:ff~:ios :.!E xraAncs .... 
Edicion de la CA.1Jlc:r2 'l" Di9utados.-M5xico 1963.-Eóg. 12, 
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to antes sefialado". 

Esta sentencia, para poder llenar su finalidad, que es • 

dar protección al derecho evitando la anarquía social que se_ 

produoir!a si cada quien se hiciera justicia por su propia -­

mano, en detrimento del Órden jur!dioo 1 la estabilidad de -­

las situaciones de derecho y como coneeauenaia de la dealara­

oi6n que contiene, debe oompletEU"se con una decisión que pon­

ga. tin al colli'l.1cto 1 que restituya y haga. respetar el dere­

cho ofendido. Esta decisión constituye el otro elemento esen­

cial del a.ato ~urisdiccional formando un todo indivisible con 

la. declaración. (26). 

Como el caso que venimos analizando supone un oolli'liato_ 

previo que debe motivar la. deala.raoión correspondiente que --. 
oonstit~e el primer elemento del acto jurisdiccional. y que -

debe ·Complementarse con el acto de decisión que es el que - -

propiamente caracteriza a la función jurisdicoiona.l; en con-­

seouenoia debe, el conflicto que nos ocupa, ser resuelto por_ 

el órgano 3urisd1ooiona.l y no por autoridades administrativas. 

Volviendo al procedimiento adliú.nistrativo, el Licenciado 

Cs:rrillo Flores (27), se.l!al.a como formalidades del misma las_ 

siguientes: 

a)- El principio de audiencia de las partes; 
b)- Enumeración de los medios de prueba que deben ser -­

·utilizados por la administración o por las partes en el pro--

cedimiento; 

o)- Determinación del plazo en el cual debe obrar la ad­

ministración; 

d)• Precisión de los actos para los que la autoridad de-

(26) FRJídl, G:n!INO.- DEREd!Jo ADMINISTRATIVO.- Editorial Po­
rrúa, s. A.- Octava Edición, México, 1960, Pág. 51. 
(27~ Cl!RRILI.O FLORES, ANTONIO.- LA DEFIDTSA :lrURlD:tOA DE LOS -
PARTICULARES FRENTE A LA ADMINISTRACION EN MEXIOO - Ibidem -
Págs. 114 y 115. • ' 
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be tomar la opinión de otras autoridades o consejerosr 

•>- ?reoesidad de Wlll rnotivaoión, por lo menos eumaria, de 

todos los aotoa adll.1nietrativos q11e afectan a un parliculat'J 

'f)... Oondioiones en las cu.alea la decisión debe ser notif! 

cada a los particulares, 1 oalo reglas generales complementa-­

rias, la declaratoria de que todo q11ebrantamiento a las nomas 

que fijen garant!as del procedimiento para el particular, debe 

provocar la nulidad de la decisión administrativa y la respon­

sabilidad pnre quien la infrinja. 

Como acabamos de ver, la Seoretar:Ca de Relaciones Extel'ig, 

res se ha esforzado en llevar el procedimiento por loa caminos 

más apegados a ~o debido, pero mientras no se basen, para ha­

cerlo, en una legislaoiÓn sobre el '.':'artioulart este prooedi·­

llliento podrá ser impugnado de antioonstituaional y oorreapond!, 

rl a· las autoridades jurisdiccionales la res9luoi&n del oon--­

flioto de que tratemos. 

La Suprema Oorte de JUstioia de la Baoión, (28) ha conce­

dido ya un amparo a peraona deopose!da 1 ba manifestado que si 

no ee obra de acuerdo con al artículo lit- Oonstituoional, el -

tratado ea ant1oonat1 tuc1onal. 'En eteoto, en el amparo intar-­

pueeto por Joe& .Antonio Vera, en oontra de actos da los c:o. -
Procurador General de la RepÚ'.blioa, Jefe de la Polio:!a .ntdioial. 

Jederel '1 Agente de la Policía Judiciel J'ad1:tral, 7 en el que • 

no ee sef1ala a la Secretar!a de Ralaoiones Exteriores,- -: - -

el JUez de Distrito ooncediÓ el emparo al seflor Vera , basán­

dose en que la JU.risprudencia de la Primera Sala de la Supre-

118 Oorte de Justicia de la Naeión, eatatu:,-a que las autorida-­

de• edministrativae onreoen de :taoultades para privar de 8118 -

posesiones o dereohos a los particulares, la. que no p!lede ha·­

(2EJ): sEMlliA:Río JUDídtAL DE U :PEDERACION.-Tomo LXXVI-Plg.lSJ.. 
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cerse sino por Autoridad Judicial, en los términos que la ConJl. 

tituoión previene. 

La autoridad responsable en este caso la Procuraduría Ge­

neral de la República., pidió la revisión de la sentencia ante­

rior alegando ~ue "Las autoridades administrativas tienen fa~ 

cultad para la detención de loa objetos a que se refiere la -­

convención, puesto que tal convenio les da facu1tades, ya que_ 

tiene carácter de Ley Constitucional por declararlo así expre­

samente el artículo 133 de la Constitución Federal"• 

Sobre este particu1ar, ea conveniente apuntar ~ue algunos 

quejosos han impugnado la constitucionalidad del convenio di-­

ciando que si bién el RrtÍculo 133 da carácter de leyes conat.!, 

tucionales a los tratados celebrados por el Presidente de la -

República y que est~n 11 de acuerdo" con la Constitución, e1 ar­

tículo 15 del mismo ordenamiento máximo establece la prohibi-­

ción de concluir tratados que estén en pugna con los .pr'eceptos 

y esp!ritu·de la Constitución, y esta convención, viola el - -

a.rt!cu1o 14 Constitucional. 

d)- Efectos de declarar inconstitucional a un Tratado. 

1.- Efectos internos, 

En general, puede decirse que dos han sido las tendencias 

en cuanto a la "rivalidad" entre el Derecho Interno y el Inte!:, 

nacional. Esas tendencias son: la dualista, sustentada por An­

zilotti, etc., y denominada elegantemente por Mirkine Guetze-­

vich, paralelismo. La otra tendencia es la Monista, <1Ue se di­

vide en dos clases, a saber: la que preconiza la supremacía ~ 



•;o ... 

del Derecho Internacional y la q11e se inclina por el Derecho .. 

laoional o J:iiterno. La prilllera ee debe a Kelsen 1 tien~ como .. 

defensores, entre otros, a León Duguit. 

Para otro• au:toree, la relaoi6n. que existe entre el Dere­

cho Internacional ea susceptible de tres teor!aaa 

a).. La Dualista, que considera el Órden Jur!dioo Interno_ 

del Estado 1 el Internaoional.oOlllo dos sistemas separados e in, 

dependientee1 . 

b >- La llonieta, que conoept'lta a los dos sistemas oomo ºº!!' 
ti tu,yendo una unidad en la cual se da preminanoia al Derecho -

1' aoional, 1 

o)- La Monista, quo reconoce la unidad del Derecho, pero_ 

que oonoede supreaao:!a al -Derecho Internacional.. 

BA mieatro pa!e .a exigG legielac1Ón expresa para darle -

Tida al Derecho Internacional dentro d&l Derecho del Eat¡Ao ¡_ 

as!, aqÚél queda 11t1ped1tado en dl.t11110 adli.sia a la Le;y inter­

na de la laoión. Bate lliamo eietema •• signe en B6lgioa. 

Osear Rabaea (29 ), jm:ieta 11ex:1.cano que ha hecho estudios 

sobre el Derecho .A.ngl.osmerioano 1 que ae ha ocupado de este -

problema, en una interosmte aonograt!a denominada "El Derecho 

InterDO 1 el Derecho Internacional•, dice que conforme al oie­

tema 3ur!d100 .Aaerioano, el Derecho Internacional. e los Este.­

dos Unidos tiene la siguiente aplioaaióna por lo que respecta_ 

al Derecho oonvenoional tratados Internaoionales, la Oonstit11-

oión es Lq Suprema, 7 por ooJ'lS!gniente, en o aso de oonfiioto_ 

en.tre ambos kdenes jur:Ídioos prevalece la Lq tundamental de_ 

la nación liorhemerioana, Los tratados internaoionalea, tienen 

pu.ea, en loa Estados Unidos, el mido mngo que una Le;r Federal 

7 e:n. t'1-minoe generales, las divergenoies que surgen entre ta­

"U!9) RXBl\s:t;. osai!.-Ei'.1 D!R'SO:RO INTERNO y E& DE30BQ OOERNAOIO 
N4L••Edio16ñ Secretaría de Relaciones Exteriorea,Méxioo.-1933-; 
Peg. 180 
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les tratados y tales leyes, se resuelven inte~na.mente madi~ 

te la aplicaoi6n del principio "Lex poateriori deroge.t ~rio­

ri", y aolo en relaoi6n con las Oonatituoionss o Leyes loca­

les de las Entidades Federativas que forman la uni6n, goza -

el tratado de valor jurídico superior a ellas, de tal manera, 

que en estos casos predomina el tratQdo sobre la legislaci6ri 

looa.l. 

As! pues, la oueati6n a dilucidar es la siguiente: ¡qu& 

sistema ju.r!dioo debe prevalecer, el Nacional o el Interna~ 

cional ? ¿Qu~ interás debe cuidarse, el universalio~a o el -

individualista?. En opini6n de Rabaaa, "En los or!genes del_ 

mundo civilizado prevalece el univeraalista, oonsiderdndoae_ 

a todas las naciones y pueblos de la tierra como unidos dan­

tro de un estado universal y este concepto que primi~ivamen­

te estaba fundado sobre una reela de derecho interno no está 

en estado de producir, por ella misma, deraoho internacional" 

Para fundamen.tar lo anterior, ~riepel nos habla de las dife­

rentes fuentes de las dos ramas del Derecho, señalando oo~o 

fuente del interno la voll1ntnd de un solo Estado y oomo fue,a 

te del Derecho Internacional, una voluntad común de muchos y 

numerosos Estados. 

Kelsen oritioa la doctrina dualista diciendo que no pu!, 

den exiátir dos Derechos y que no hay dos fuentes diferentes. 

En su opini6n, el Derecho Internacional y el Derecho Interno 

forman una unidad lógica. No hay varios sistemas de derecho, 

existe un s6lo sistema donde todas las partes tienen su fuea 

te común en la norma ori~inaria. Desde ese nunto de vista, -

debe· parecer im~osible que dos re~laa jur!dioas se contradi­

gan. As! pues, en caso de conflicto una de las dos debe ser_ 

nula, como SU!lerior n la otro., la lleve so1ire a!, sea porque 
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una norma superior a le.a dos en 6.ltima instancia., la. norma -

originaria, resuelva el oonflicto. 

Es preciso imaginar como u.na gigantesca. pirámide cuya. -

punta ea una norma. suprema llamada. norma originaria. Como ea. 

ta norma no puede tener por encima una no~a superior, pero_ 

como la vaJ.idez de cada norma debe depender de otra, la nor­

ma originaria no puede ser más que una norma hipotética. Es_ 

as! que la unidad del sistema de derecho ea garantizada. 

En cuanto a las relaciones entre el Derecho Internacio­

nal 1 el Derecho Interno, Kelsen afirma que esas dos ramas -

del Derecho no son sistemas jurídicos diferentes, sino par-­

tes de un sistema único. Por eso es imposible que ellas sean 

de una manera cualquiera, contradictorias. 

!:elsen critica la tésis del Triepel, eegÚn la ouaJ. una_ 

Ley del Estado puede ser contraria aJ. Derecho Internacional. 

Una·t~sis tal, encierra dice, una contradicción lógica. En -

caso de conflicto una de las dos reglas debe de ser conside­

rada como nula. En consecuencia, la cuestión as saber si el_ 

Derecho Interno está subordinado aJ. Derecho InternaoionaJ. o_ 

no. De las ideas de Kelaen una conclus16n se impone: Todo el 

derecho interno, las Constituciones de todos los Estados 1 -

las Leyes derivadas de esas constituciones, salen del Dere-­

cho Internacional. 

Puede objetarse a estas deducciones de Kelsen y de su -

escuela que desconocen el hec.ho de que el Derecho Internaci2. 

nal y el Derecho Interno están destinadas a regir relaciones 

sociales diferentes, que el Derecho Internacional rige las -

relaciones entre los Estados y el Derecho Interno, las rela­

ciones entre loe individuos. 
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Anzilotti, siguiendo a Triepel, formula una doctrina du.!, 

lista y afirma que solo el Derecho Internaoi9nal que está de_ 

acuerdo con el interno es válido. Pa.ra este autor Ital1ano, -

la norma jurídica no tiene este carácter mas que en el órden_ 

de que forma parte. Las normas internacionales no tienen efi­

cacia m!e que en las relaciones entre los súbditos del Órden_ 

internacional; las normas internas no tienen eficacia más que 

dentro del Órden del Estado a que pertenecen. 

Anzilotti, nos dice que a veces algunas partes del dere­

cho interno afectan a loe intereses de otros estados, aún - -

o\1.8.ndo no tenean ninguna relación con loe deberes o los dere­

chos del Esta.do ciertas normas relativas ~ la condición jur!­

dioa de loe Extranjeros, a la ejecución de las sentencias ex­

tranjeras al ejercicio de la jurisdicción civil o penal con -

respecto a extranjero•, etc. Asimismo, la hipÓtesis en que -

por ejemplo la. negativa de extradición tunda.da en la. norma -

interna que en un caso determinado, prohibe detener al culpa.­

ble, para entrega:rlo a la autoridad extranjera, siendo a.sí -

que el trata.do impone precisamente la obl1gaoi6n de entrega.. ...... 

lo, es un acto leg!timo en el Órden inter:no e ileg:(timo en el 

órden internacionalJ no existe para Anzilotti, conflicto de -

normas, eino simplemente diversidad de apreciación del mismo 

hecho en órdenes ~ur!dicas diferentes. (30) 

2.- Efectos Internacionales. 

¿Puede la constitución de un estado soberano limitar su_ 

oapaoidad, imponiendo a loe otros paises la obligación de co­

nocer la. limitación para contratar? el problema ha sido die-­

outido extensamente en los Estados Unidos de Nortea.uiérica, --

(30) SIERRA, mukt J ·- DEREdMo INTERNACIONAL PUBLICO.- 4a.. -
:EDICION ... LIBRERIA PORRUA HNOS. Y CIA. S.A.- MEXICO, 1963. -
Pág. 27. 
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donde la Constitución asigna un amplio campo de poderes rese~ 

vados a los Estados miembros de la Unión. En teoría, podría -

parecer razonable que los países extranjeros, que formalizan_ 

acuerdos con loa Estados Unidos, conozcan las prohibiciones -

expresas en la Constitución de este país, con respecto a la -

adopción de ciertas disposiciones. Pero este es un problema -

puramente académico, ya que no es lógico suponer que el Sena.­

do, al consentir en la ratificación del Tratado, por dos ter­

cios de votos, lo haga violando prohibiciones expresas en la 

Constitución. Pero supongamos, por ejemplo que el país deba -

celebrar un Tratado relacionado con problemas no contemplúdos 

por la Constitución, que el Presidente, luego de recibir la -

opinión y el consentimiento del Senado lo ratifique, 1 que -

después de esta ratificación, la Suprema Corte de los Estados 

Unidos deolare que las disposiciones del Tratado son contra~ 

rias a la Constitución. ¿Quedaría el Tratado invalidado por -

ello?. 

En verdad, en mas de ciento cincuenta años de práctica -

no ha surgido ningÚn caso, de manera que el problema es tan -

académico como en el caso de la supuesta violación de las di§. 

posiciones expresas en la Constitución. Ello no obstante, si 

surgiera, parecería que la respuesta eer!a que los Esta.dos e~ 

tranáeros tienen derecho a aceptar la aprobación del Senado y 

la subsiguiente ratificación del IJ!ratado, por parte del Pres!, 

dente, como una decisión final respecto de la constitucional!, 

dad del Tratado. Luego los antecedentes para la abrogación -

del Tratado serían correctos, suponiendo que no ~odría halla::, 

se ~ingÚn otro medio para satisfacer los requisitos constitu­

cionales; y no debe creerse que, en las condiciones de la épg, 

ca actual, la otra parte rehusaría ajustarse a la situación -
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una base equitativa, ¿Cuál es la validez de un Tratado que ha 

sido ratificado por el Jefe de un Estado, sin haberlo someti­

do a le legislatura, de acuerdo a. las d:I aposiciones de la - -

Constitución?. Algunos autores justifican a loa gobiernos ex­

tranjeros, que consideran como definitivo el acto cumplido ~ 

por el Jefe del Estado, dejando librada a la esfera del Dere­

cho Constitucional el determinar si ha actuado de acuerdo con 

las facultades. Piensan que como el procea:l..1Jtiento constituci.Q. 

na.l var!a en los distintos países, basta con que el Jefe de -

Estado declare que 6ste ha sido cumplido. Sin embargo, la ma.-

1oría de los tratadistas afirman que los gobiernos extranje~ 

ros deben tener conocimiento de los prerequisitos constituci.!l 

nales de ratificación de cada país, oon el que trata; e insi!, 

te en que si un tratado ha sido ratifica.do sin la observancia. 

de esos requ.eraientos, es ipso factC1 inválido cualquiera que 

pueda eer la actitud del Jefe de .Estado a este respecto. 

Aunque la doctrina de la necesidad de la observancia de_ 

los procedimientos constitucionales se basa, especialmente, -

en los principios demoorátioos, la misma suele traer apareja­

dos graves inconvenientes. Es justo y equitativo considerar -

que un Tratado celebrado por un gobierno representa la volun­

tad del pueblo, por lo menos dentro del alcance que a la mis­

ma puede darle el voto del organismo legislativo. En otra foi: 

ma quedaría la posibilidad de repudiar el Tratado, si en fe-­

cha posterior &ate resulta gravoso, pero qué sucede si la - -

constitución del Estado se encuentra temporalmente en suspen­

so o si el Jefe del Estado ha asumido también el poder legis­

lativo, y gobierna el país por medio de Deoretoe-Leyes? (31}. 

{31} FENWICK, oiilkLEs G.- DEREOBO W!J.IERNACIONAL.- Bibliográf'i 
oa Omeba.- Editores Libreros.- Buenos Aires.- 1963, Págs. 494 
495 y 496. 
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e)- Responsabil.idad del Es.ado por incumplimiento de un_ 

'!'rata.do. 

La ejeouoión de los tratados descansa en la buena fe de_ 

las partes y el Estado ejecuta el tratado en ejeroioio de su_ 

soberanía en la forma que oree conveniente, según su propio·­

juicio. Independientemente de los medios que emplea, guarda -

sólo un interés histórico, el garantizar el cumplimiento de -

loe tratados al través del juramento, los rehenes, hipoteca,­

etc. En la actualidad 1 la única sanción contra el incumpli--­

miento ee la responsabilidad del Estado; es un principio de -

derecho int8%'naoional que la violación de un compromiso imr.l! 

ca la obligación de repararlo en forma adecuada. La repa.ra--­

ción es pues el complemento indiapeneable de la falta de apl,1. 

caoión de una convención, ain que sea necesario que ello esté 

inscrito en la convención misma.. 

Se aoude a ciertos medios de carácter preventivo pera -­

asegura:r el cumplimiento de un tratado, como la garantía de -

varios Estados que se comprometen a lograr el cumplimiento de 

un tratado conclu!do entre otros estados.(32) 

El control d.nternacionaJ. llega a estipula:rse como una E:! 

rs.nt!a de la e~ecución de loe tratados. En términos generales, 

el cumplimiento de las obligaciones que contiene u.n tratado,­

solwnente es exigible para loe Estados eignata:rios, pero re-­

sulta que en algunos casos afecta también a terceras partes.­

As!, un tratado puede contener una estipulación referente a -

otró Estado, estipulación que tendrá efecto para este Último 

solo mediante su consentimiento 1 voluntad, tácita o expresa. 

Si ciertamente el tratado no entra en vigor sino después 

(32) SIERRA, MANUEL J •• Op. Cit. Paga. 418 1 419. 
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de su ratificación, las partes contratantes a partir de eu -

firma deben abstenerse de realizar actos que dificulten o h!; 

gan imposible el cumplimiento de las obligaciones contenidas 

en el mismo. 

Para que un tratado sea ~ur!dicamente válido es india-­

pensable que caiga dentro de la competencia internacional de 

las partes. Sería nulo, por ejemplo, establecer U%IB. obliga~ 

oión para un Estado que no hubiera suscrito el tratado. Los 

Estados no pueden contratar por b! miamos, s_ino que deben h,! 

cerse representar por personas físicas que otorgan su consen 

timiento expreso y recíproco a las obligaciones que se esti­

pulen, pues las proposiciones hechas por una. parte y no aceB 

tadas por la otra, no. obligan a la Ú1tima. 

f)- Apreciación Particular. 
1 

México debe denunciar el tr.atado en virtud de que el -

procedimiento que sigue en su aplicación la Secretaría de RJ!. 

laciones Exteriores, es anticonstitucional ya que viola los 

a:rt!culos 14 y 16 de nuestra carta magna, Para el efecto de 

que se pacte otro tratadc internacional el cual derogue to-­

das las irregularidades del procedimiento mencionado. 

En razón a esta denuncia loe Estados Unidos de Norteam,! 

rica deben aceptar que dicho convenio es irregular 1 por lo 

tanto someterlo a una reconsideraoión a fín de que se subsa­

nen las anomalías antes seftaladas o bien que se ~irme el nu!. 

v.o tratado. 

En caso de que se formulara la d~nuncia 1 esta fuera -

aceptada por loa Estados Unidos, &stos pueden exigir el pago 

de daños y perjuicios toda vez que se afecta el patrimonio -

de sus nacionales; pero México no debe aceptar tal reclama~ 
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ción, aduciendo las razones de que el mencionado tratado de!. 

de su orígen está viciado pues es en su p~ocedimiento contr,! 

rio a nuestra oonstituoión por lo que evidentemente no puede 

estar obligado a cumplir el convenio y mucho menos a respon­

der de las consecuencias que se deriven del mismo, concluyen 

do que bajo ningÚn razonamiento recto México sería responsa­

ble de los dafios y perjuicios que se pudiesen ocasionar por 

la denuncia del tratado. 

De la aplicación del convenio a la vida jurídica inter­

na e interna~ional de nuestro país se ha podido observar que 

no obstante que ha sido declarado incostitucional por nues~ 

tro máximo Órgano jurisdiccional, la convención se sigue - -

aplicando invariablemente pese a los razonamientos expuestos. 

La única solución posible al problema de la incompatib! 

lidad que existe entre el procedimiento de nuestra carta - -

magna y el del tratado, es el de denunciarlo, abrogarlo o d§. 

rogarlo en la forma y términos comunes autorizados por el d~ 

recho internacional, ya que la otra solución sería el de mo­

dificar nueatra constitución en su parte relativa, conforme 

al procedimiento establecido en el convenio, lo cual resulta 

ilógico y absurdo pues según la jerarquía de las normas jurí, 

dicas, la constitución está primero y sobre cualquier trata­

do internacional. 
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CAPITULO IV. 

ALGUNAS MODALIDADES QUE DEBERIAN DE ADOPTARSE RN LA 

APLIOACION DEL CONVENIO. 

Oomo ya ha quedado demostrado por la tendenoia de la Su­

prema Oorte de Justicia de la Naoidn las diversas sentencias 

que ha dictado, es evidente que el procedimiento debe da ser -

ante Juez oompetente. Consecuentemente, consideramos que la -

tramitacidn debe de llevarse por el camino siguiente: 

La solicitud de la Embajada Americana para la apUac.oi6n 

de la ccnvenoi6n, deber~ presentarse p·or duplicado y ooa su -

traducci&n correspondiente ante la Seoretar!a de Relaciones -

!xteriores aoompa.flada de los documentos que menciona el art!o! 

lo 20. del Decreto reglamentario de los art!oulos I 1 Il de la 

citada Oonvenoi6n. 

La Seoretar!a de Relaciones Exteriores deberi estudiar -

en breve ttfrmino dicha aolioitud y en ca.so de enoon·trarla pro­

cedente, turna.rla con loa documentos origina.lea, a la Pl'ocu:ra­

dur!a General de la República. 

La Pl'ocuradu.r!a aludida, a su vez, previa investigaci6n, 

enviar~ solicitud y documentos al Juez de Distrito del lugar • 

donde se encuentre el autcm6vil. Efectuado el estudio de los -

documentos por el Juez, si encuentra satisfechos los requisi-­

toa del Convenio, ordenará se proceda por oo.tlduoto de la Poli-· 

oía Judicial Federal, a la detenoi6n del veh!oulo a que la so­

licitud se refiere. 

Una vez detenido.el autom6vil, dl ~~ez ordenar~ se noti­

fique personalmente a quien se repute poseedor o leg!timo pro­

pietario. La notificaoi6n deberá contener u.n extracto de la -

solicitud americana y relación de la documentaci6n. El afecta­

do dispondrá de u.n término razonable qua deberá fijarse por ·-



.. 60 -

la 191 para p:reae?Itar ante el· Juez las pruebas de que dispo!!. 

gay que oontradigen a las e~hibidas por la Bnbajada Amerio,a 

na. Se eatableoerim t&millOa para desahogo de pruebas oomo -

en los juicios swnarioa 1 ee dar~ vista a la Procuraduría G!, 

neral. de la RepÚ.blica para que exponga lo que a su. derecho -

convenga. 

Expresado el pareoer del Agente del Ministerio Nblloo, 

el at'eotado deberá gozar de un plazo de diez d:!aa para alega-

8118 derechos y posteriormente, el Ju.ez deber& dictar senten­

cia decidiendo la entrega de la cosa a la Embajada Am.arioa-­

na o su. devoluoiiSn en su caso a la persona desposeída, que -

en el primer mpuesto conservar& su dereoho en contra de -

quien le vendi& el vebt'oulo. 

Oonsideramos que esto resuelve el problema internamente 

pero subeilte Oón gran traeoendenoia en el terreno interna­

cional en el caso en que por OWllplir con loa pi•eoeptoe dal -

Derecho Naoior.al no ec ouapla oon el Convenio, ""•81"• cuando_ 

el poseedor mexioauo gana el amparo T la Seoretar!a de Rela­

ciones EJ:teriores se ve en la necesidad de devolverle el ve­

h!oulo qa.edBDdo ante la Bnbajada Americana imposibilitada PA 

:ra cumplir oon la COJ.1.vención. ASÍ pues, el Derecho convenoie_ 

ml internacionalmente n!aito en que la no eplioaoión d&l -

De:rP.oho Interno en virtud de :razones oonetituoionales debi­

das a la eetl'llOtura política del pa!s oreer!a grandes difi-­

oul tsdes. Así, OOIJl.o los pactos deben de oUlllplirse, lo rezolJ!. 

bl.e sería que la obligación de hacer ee transformara en obl! 

gaoión de dar, pero como serla mu¡ oneroso para el gobierno . -
mexicano pegar a la pe:raone robada el val.or de au autom<Svil_ 

puede establecerse el derecho de la Secretarla de Relaciones_ 
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Exteriores de expropiar el vehículo para devulverlo a su l.!, 

gÍtimo propietario; sería ésta una expropiación de bien muJ!. 

ble por causa de utilidad pública, como lo es el cumplimiea, 

te d: los tratados. 

En esta forma, el gobierno de México cumpliría con su­

obligación internacional y para hacerlo no le resulta m\11 -

gravoso ya que pagaría al expropiado el valor que aparece -

en la factura, que JlOr lo general para defraudar al Pisco -

'Federal és un valor menor al real. Le quedaría además al -

gobierno mexicano el derecho de perseguir al ladrón 1 ex:l.­

girle la cantidad que pagó por concepto de indemnización. -

Esta solución que proponemos, es solamente para el caso - -

extremo en que no se pueda devolver el autom6vil desde un -

principio. 
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CONCLUSIONES. 

l.- El conveni~ ~e que se trata, es constitucional, pero 

el procedimiento seguido para eu aplicación, tal y como hasta 

en la actualidad se lleva a cabo, es anticonetituciona.l. Por 

el hecho de que solamente habla de •medios apropiados" que ..­

empleará la Secretaría de Relaciones Exteriores para su apli­

cación medios que no se a~ustan a los lineamientos de los ar­

ticulos 14 ¡ 16 constitucional.es. La citada Secretaría por un 

principio de equidad ha establecido ciertos plazos para que -

la persona despoee!da defienda sus derechos ante ella, pero -

no es una autoridad competente para oonooer las pruebas y al!, 

gatos del deepose!do, ya que el mi8111o artículo 14 constitueig, 

nal habla ezpresamente de •!J:~bunales previamente estableci-­

dos•. 

II.- La Secretaria de Relaciones Exteriores tiene exis-­

tencia previa, pero la respuesta definitiva ee que no es un -

'l?ribunal, 7 por lo tanto, no tiene más ~urisdioción que la -

que le concede la Le7 de Secret~aa y Departamentos.de Esta.­

do, o sea determinada competencia de car4cter administrativo. 

III.~ Debe ser justamente la Autoridad Judicial o eea el 

Juez de Distrito, quien conosca de las pretensiones de la Em­

bajada Americana 1 valorice las pruebas que presenten tanto -

dicha Embajada como la contraparte, o oea el desposeído. 

IV.- Una Ley reeJ.amenta.ria de la oonvencion que estable¡, 

ca lo anterior 7 las formalidades del procedimiento, harán -

que la misma. pueda considerarse como constitucional. 

v.- Lo anteriormente expuesto en cuanto al procedimiento 

interno, pero si se quiere ir más allá, debe denunciarse el -

tratado 7 proponer otro que establezca que deberá cumplirse -

un todo caso, aun cuando ee tenga que llegar a. la expropia.--
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oión del bien mueble que antes sUgerimos. 

VI.- En virtud de las relaciones internacionales y del -

Tránsito de veh!ouloe que se da en .América, ea recomendable -

que se elabore un convenio suscrito por Canadá, Estados Uni--

4os 4e Norteam&rioa, México y demás países latinoamericanos 

que se quieran adherir, con el objeto de que ee regule el pra 

blema que se suscita con los vehículos robados en un Pa!s y -

llevados a otro. 
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